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I.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- 

1.- La impugnación de actos de las Administraciones públicas en materia de seguridad social que pongan fin a la vía administrativa (art. 2.o LRJS): exclusión de los actos dictados en materia de gestión recaudatoria y de otros dictados por la TGSS (art. 3.f LGSS).- STS/IV 21-enero-2014 (impugnación actos Consejo Ministros 2/2012).
A pesar de las enmiendas presentadas por diversos grupos parlamentarios durante la tramitación del proyecto de LRJS, se mantuvo, en lo esencial, la clásica exclusión al conocimiento de los juzgados y tribunales del orden social y su atribución a los del orden contencioso-administrativo, relativa a la impugnación de actos de las Administraciones públicas en materia de seguridad social que pongan fin a la vía administrativa en materia de gestión recaudatoria y de otros dictados por la TGSS (art. 3.f LGSS), estableciéndose en las demás materias la competencia del orden social para conocer de las cuestiones litigiosas que se promuevan “En impugnación de actos de las Administraciones públicas, sujetos a derecho administrativo y que pongan fin a la vía administrativa, dictadas en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia de Seguridad Social, distintas de las comprendidas en el apartado o) de este artículo, incluyendo las recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en esta materia y con excepción de las especificadas en la letra f) del artículo 3” (art. 2.s LRJS).
En este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia social, en especial en STS/IV 21-enero-2014 (impugnación actos Consejo Ministros 2/2012), con relación a una sanción impuesta por el Consejo de Ministros a una empresa en materia de gestión recaudatoria por falta de ingreso de cotizaciones debidas al RGSS, declarando que:

<<El art. 3 LRJS dispone en su apartado f) que los órganos jurisdiccionales del orden social no serán competentes para conocer: "De las impugnaciones de los actos administrativos en materia de Seguridad Social relativos a inscripción de empresas, formalización de la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, afiliación, alta, baja y variaciones de datos de trabajadores, así como en materia de liquidación de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción vinculadas con dicha liquidación de cuotas y con respecto a los actos de gestión recaudatoria, incluidas las resoluciones dictadas en esta materia por su respectiva entidad gestora, en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta con las cuotas de Seguridad Social y, en general, los demás actos administrativos conexos a los anteriores dictados por la Tesorería General de la Seguridad Social; así como de los actos administrativos sobre asistencia y protección social públicas en materias que no se encuentren comprendidas en las letras o) y s) del artículo 2".

Esta falta de competencia es reiterada por el artículo 2, letra s), de la citada ley que excluye del conocimiento por esta jurisdicción la impugnación de las sanciones especificadas en el art. 3-f) antes transcrito, esto es de los actos en materia de gestión recaudatoria y de las sanciones impuestas por las actas de infracción levantadas con ocasión de esa gestión.

En la presente litis se impugna la sanción impuesta con ocasión de un acta de infracción levantada a la demandante con ocasión de actos de gestión recaudatoria, como no ingresar las cotizaciones debidas a la Seguridad Social por sus empleados en determinado periodo. Por tanto, con arreglo a lo antes dicho procede … declarar la incompetencia de esta jurisdicción para conocer de la cuestión planteada, sin perjuicio del derecho de la accionante a formular la misma demanda ante la jurisdicción contencioso-administrativa que es la competente>>. 
2.- Las prestaciones de la Ley de Dependencia y la impugnación de los actos que agotan la vía administrativa en esta materia dictados con anterioridad a la entrada en vigor de la LRJS: la dilación temporal a la atribución competencial al orden jurisdiccional social (art. 2.o y DF 7.2 LRJS).- STS/IV 17-septiembre-2013 (rcud 2212/2012).  
La LRJS partía de la atribución competencial plena al orden jurisdiccional social para conocer de la impugnación de los actos que agotan la vía administrativa sobre las prestaciones de la denominada Ley de Dependencia dictados, al menos, con posterioridad a su entrada en vigor, al disponerse que tales órganos jurisdiccionales conocerían de las cuestiones litigiosas que se promuevan “En materia de prestaciones de Seguridad Social, incluidas la protección por desempleo y la protección por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, así como sobre la imputación de responsabilidades a empresarios o terceros respecto de las prestaciones de Seguridad Social en los casos legalmente establecidos. Igualmente las cuestiones litigiosas relativas a la valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad, así como sobre las prestaciones derivadas de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, teniendo a todos los efectos de esta Ley la misma consideración que las relativas a las prestaciones y los beneficiarios de la Seguridad Social” (art. 2.o LRJS); pero tal inmediatez que demorada al establecerse en la DF 7.2 LRJS que se exceptuaba de la regla general de entrada en vigor de todas las materias incluidas en dicha Ley a los dos meses de su publicación en el BOE “… la atribución competencial contenida en las letras o) y s) del artículo 2 en materia de prestaciones derivadas de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, cuya fecha de entrada en vigor se fijará en una ulterior Ley, cuyo Proyecto deberá remitir el Gobierno a las Cortes Generales en el plazo de tres años, teniendo en cuenta la incidencia de las distintas fases de aplicación de la Ley de Dependencia, así como la determinación de las medidas y medios adecuados para lograr una ágil respuesta judicial en estas materias”. 

Quedaba pendiente el problema de determinar la jurisdicción competente para conocer de los la impugnación de los actos que agotaban la vía administrativa en esta materia dictados con anterioridad a la entrada en vigor de la LRJS, ante lo que las Salas de suplicación de los Tribunales Superiores de Justicia habían dictado resoluciones divergentes.  
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en unificación de doctrina, ha interpretado que si bien esta materia cabe incluirla bajo el concepto de Seguridad Social, no obstante la competencia para su conocimiento, mientras no se cumplan las previsiones de la citada DF 7.2 LRJS, debe corresponder al orden jurisdiccional contencioso-administrativo. En este sentido se ha pronunciado la STS/IV 17-septiembre-2013 (rcud 2212/2012) – con doctrina seguida, entre otras, en SSTS/IV 14-enero-2014 (rcud 115/2013), *** (rcud 908/2013) --, señalando que:
<< La Sala considera que, si bien las prestaciones reconocidas en la Ley 39/2006  pueden ser consideradas como prestaciones de seguridad social, siguiendo la línea interpretativa efectuada por el Tribunal Constitucional -STC 239/02, de 11 de diciembre de 2002: "El articulo 41 CE, como antes recordábamos, consagra un sistema de protección social encomendado a los poderes públicos que tiene como eje fundamental, aunque no único, al sistema de seguridad social de carácter imperativo, el cual coexiste con otros complementarios", de donde se concluye que el nivel no contributivo de la seguridad social puede complementarse y concurrir con las prestaciones reguladas en la Ley 39/2006- hasta tanto se cumplan las previsiones de la Disposición Final Séptima, apartado 2 de la LRJS, la competencia para conocer de las reclamaciones relativas a dicha ley es competencia de la jurisdicción contenciosa-administrativa, por las siguientes razones: 

- La exposición de motivos de la Ley 39/2006 invoca los artículos 49 y 50 de la Constitución, que se refieren a la atención a personas con discapacidad y personas mayores y a un sistema de servicios sociales promovido por los poderes públicos para el bienestar de los ciudadanos, siendo así que el régimen público de Seguridad Social aparece contemplado en el artículo 42 …
Por parte de las Administraciones Públicas, las necesidades de las personas mayores, y en general de los afectados por situaciones de dependencia, han sido atendidas hasta ahora, fundamentalmente, desde los ámbitos autonómico y local, y en el marco del Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales, en el que participa también la Administración General del  Estado y dentro del ámbito estatal, los Planes de Acción para las Personas con Discapacidad y para Personas Mayores. Por otra parte, el sistema de Seguridad Social ha venido asumiendo algunos elementos de atención, tanto en la asistencia a personas mayores como en situaciones vinculadas  a la discapacidad: gran invalidez, complementos de ayuda  a tercera persona en la pensión no contributiva de invalidez y de la prestación familiar  por hijo a cargo con discapacidad, asimismo las prestaciones de servicios sociales en materia de reeducación y rehabilitación  a personas con discapacidad y de asistencia a las personas mayores”.

- La Ley 39/2006 no establece expresamente la jurisdicción competente para la impugnación de las resoluciones administrativas dictadas sobre reconocimiento de dependencia y, en su caso, prestaciones, pero el artículo 28 dispone que la tramitación de dicho procedimiento se ajustará a las previsiones de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y Procedimiento Administrativo Común.

- La orden 2455/07, de 7 de agosto, por la que se dictan normas para la aplicación y desarrollo de los Reales Decretos que desarrollaron la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, establece en su artículo 31 que la resolución de reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del sistema podrá ser recurrida en alzada ante la Dirección General del IMSERSO. 

- El artículo 2 de la LRJS, al establecer la competencia del orden social, en su apartado o) distingue, por un lado, la competencia “en materia de prestaciones de seguridad social, incluida la protección por desempleo y la protección por cese de  actividad de los trabajadores por cuenta propia” y, por otro  se refriere a “las prestaciones derivadas de la Ley 39/2006”, con lo que está   diferenciando entre lo que tiene naturaleza de prestación de seguridad social y lo que podemos encuadrar en el concepto más amplio de protección social.

- El artículo 2 o) de la LRJS, al referirse a las prestaciones derivadas de la Ley 39/2006 dispone “teniendo a todos los efectos de esta Ley la misma consideración que las relativas a las prestaciones y los beneficiarios de la Seguridad Social". Es decir, la LRJS distingue entre las prestaciones y beneficiarios de seguridad social y los de la Ley 39/2006.

- El artículo 3 de la LRJS excluye del conocimiento del orden social, en su apartado f), “Los actos administrativos sobre asistencia y protección social públicas” –excepto los contemplados en la ley 39/2006 –por lo que continúan residenciados en el orden contencioso-administrativo todas las cuestiones acerca de la protección social publica, con excepción de los contemplados en la Ley 39/2006. 

-El reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia de seguridad social y asistencia social aparece en los artículos 149.1.17 y 148.1.20 de la Constitución.

El primero de dichos preceptos dispone que “El Estado tiene competencia exclusiva sobre la legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas”. Por su parte el artículo 148.1.20 de la Constitución dispone que “Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en materia de asistencia social”. El artículo 149.1 de la Constitución establece la competencia exclusiva del Estado para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de  todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

… 
-En cuanto a la financiación  de las prestaciones, la Ley dispone que la Administración General del Estado asumirá íntegramente el coste del nivel mínimo de protección garantizado para cada uno de los beneficiarios del sistema –artículo 9 Ley 39/2006- y las Comunidades Autónomas la obligaciones que para la financiación se establezcan en los Convenios que se suscriban entre las mismas y la Administración General del Estado –artículo 32.2 Ley 39/2006.

- Por último la propia regulación contenida en la LRJS, artículo 2 o), 3 f), Disposición Final Séptima, apartado 2 y exposición de motivos, transcritos en los párrafos quinto y siguientes de este fundamento de derecho cuarto 

Por todo lo razonado, forzoso es concluir que la competencia para conocer de las cuestiones litigiosas que se susciten en relación con la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, corresponden al orden contencioso- administrativo y, al haberlo entendido así la sentencia recurrida, procede desestimar el recurso formulado.

En cuanto a las cuestiones que puedan suscitarse con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, seguirán siendo competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa hasta que se cumplan las previsiones establecidas en la disposición final séptima de la citada Ley, momento a partir del cual pasarán a ser  competencia de la jurisdicción social>>.
3.- Normas transitorias sobre la atribución competencial al orden social de las nuevas competencias en materia de impugnación de actos administrativos: el momento que determina la competencia de una u otra jurisdicción (social o contencioso-administrativa) es la fecha del acto administrativo que pone fin a la vía administrativa.- ASECC/TS 20-febrero-2013 (-32/2012).

Establece la DT 4º LRJS (Competencia del orden jurisdiccional social): “1. El orden jurisdiccional social conocerá de los procesos de impugnación de actos administrativos dictados a partir de la vigencia de esta Ley en materia laboral, sindical y de seguridad social, cuyo conocimiento se atribuye por la misma al orden jurisdiccional social.- 2. La impugnación de los actos administrativos en dichas materias, dictados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuará atribuida al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra actos administrativos en materia laboral, sindical y de seguridad social, con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, continuarán sustanciándose ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conforme a las normas aplicables a dicho orden”.


En interpretación de la citada DT 4º LRJS, la Sala Especial de Conflictos de Competencia (Art. 42 LOPJ) del Tribunal Supremo viene interpretando que el momento que determina la competencia de una u otra jurisdicción (social o contencioso-administrativa) es la fecha del acto administrativo que pone fin a la vía administrativa, razonándose que:


<<La solución, que, probablemente, en buena técnica legislativa, podría haberla establecido sin problemas la propia Disposición Transitoria con el sencillo expediente de añadir que se trataba de aquellos actos administrativos que pusieran fin a la vía administrativa, la encontramos, y tal vez por ello el legislador entendió innecesaria una mayor precisión en la norma intertemporal, en el art. 2º de la propia LRJS cuando, al atribuir al orden social determinados actos de las Administraciones públicas, entre los cuales se encuentra sin duda el que aquí es objeto de litigio, establece con más precisión, y con toda claridad, tanto en su letra n) como en la s), que serán aquéllos "que pongan fin a la vía administrativa". Carecería de toda lógica entender que el legislador quiso establecer un distinto régimen competencial de limitadísimo alcance temporal en función de la fecha de entrada en vigor de la propia Ley. Y como quiera que el acto aquí impugnado (la resolución de 27 de enero de 2012 del Consejero … ) ponía fin evidentemente a la actuación de la Administración, porque resolvía el recurso de alzada formulado frente a la primera resolución (la del Director del Servicio Provincial de dicha Consejería, de 26 de agosto de 2011), y frente a aquélla, conforme establece el régimen común de impugnación administrativa (art. 115.3 Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), al que se remite el art. 50 de la LISOS, no cabía ningún otro recurso administrativo, su revisión jurisdiccional correspondía al orden social” (entre otros, AASECC/TS 20-febrero-2013 -32/2012, 12-junio-2013 -10/2013, 10-julio-2013 -7/2013)>>.
4.- Competencia objetiva de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional: modalidad procesal de impugnación de convenios colectivos: aunque se impugne un convenio colectivo estatutario de empresa en cuyo articulado se disponga que tiene ámbito estatal si de hecho la empresa solamente tiene centros de trabajo en el ámbito de una Comunidad Autónoma la competencia para su conocimiento corresponde a su Tribunal Superior de Justicia y no a la Audiencia Nacional, pues ha de atenderse al ámbito de afectación real del conflicto, que es un dato objetivo e indisponible (arts. 7.a y 8.1 LRJS).- STS/IV 25-noviembre-2013 (rcud 23/2013).

En la STS/IV 25-noviembre-2013 (rcud 23/2013), se examina de oficio la competencia objetiva de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, -- partiendo de que la delimitación del ámbito de afectación de un conflicto no puede dejarse a la libre determinación de las partes y que la afectación del conflicto no es necesariamente coincidente con el área de la norma aplicable, pues “el conflicto puede tener un área de afectación coextensa con la de la norma o producirse en una más reducida” --,  en un supuesto de impugnación de convenios colectivos, entendiendo que, aunque se impugne un convenio colectivo estatutario de empresa en cuyo articulado se disponga que tiene ámbito estatal, si de hecho la empresa solamente tiene centros de trabajo en el ámbito de una Comunidad Autónoma, la competencia para su conocimiento corresponde a su Tribunal Superior de Justicia y no a la Audiencia Nacional, pues ha de atenderse al ámbito de afectación real del conflicto, que es un dato objetivo e indisponible. Razonándose que:


<< La cuestión relativa a la competencia objetiva ha de ser examinada de oficio por la Sala, tal y como resulta del art. 5 de la LRJS, aunque dicha cuestión no haya sido invocada en el recurso. Esta Sala, en sentencia de 21 de junio de 2010, recurso 55/2009, ha establecido lo siguiente: "La doctrina de la Sala ha precisado que si bien en principio la afectación del conflicto colectivo está en función del objeto procesal de éste, que “queda determinado por la pretensión inicial en aplicación del principio dispositivo”, ello no significa que la delimitación del ámbito de afectación se deje a la libre determinación de las partes (sentencias de 18 de marzo de 1997 y 13 de marzo de 2002), pues el conflicto tiene por su alcance una proyección necesaria que no puede ser desconocida ni puede quedar al arbitrio de la parte demandante para que ésta  configure el objeto del proceso a medida de su legitimación. Es cierto que la Sala ha señalado también que el ámbito de afectación del conflicto no coincide necesariamente con el de la norma aplicada o interpretada y en este sentido la sentencia de STS 21 de julio de 2009 realiza una síntesis de la doctrina, precisando que: 1º) la competencia se determina por los límites reales e inherentes a la cuestión debatida (sentencia de 20 de diciembre de 2004), por lo que no cabe extender un litigio colectivo basándose en una potencial afectación distinta de la señalada en la demanda, o en puras conjeturas o hipótesis de futuro (sentencias de 4 de abril de 2002  y 25 de octubre de 2004), aunque “tampoco cabe ceñirse a los límites artificialmente diseñados por las partes”; 2º) la afectación del conflicto no es necesariamente coincidente con el área de la norma aplicable, pues “el conflicto puede tener un área de afectación coextensa con la de la norma o producirse en una más reducida” (sentencias de 6 de julio de 1994, 20 de junio de 2001 y 20 de junio de 2008)"

En el asunto ahora sometido a la consideración de la Sala hay que tener en cuenta los siguientes datos: 

- El 8 de octubre de 2010 la Dirección General de Trabajo dispuso la inscripción en el Registro y la publicación en el BOE del Convenio Colectivo de la empresa T… SL.


- El citado convenio fue suscrito por dicha empresa y por la delegada de personal del único centro de trabajo que en esa fecha tenía la empresa, sito en Sevilla.


- El art. 2 del convenio regula el ámbito territorial del mismo, disponiendo que: "El presente convenio colectivo será de ámbito estatal, quedando incluidos en el mismo todos los centros y/o puestos de trabajo a que se refiere su  ámbito funcional que se hallen emplazados en territorio español".


- Con posterioridad a la suscripción del convenio colectivo la empresa ha abierto un nuevo centro de trabajo en Córdoba.


De tales datos resulta que el ámbito del conflicto no se extiende a todo el territorio nacional, sino unicamente a los lugares en los que la empresa tiene en la actualidad centros de trabajo -no consta que tenga trabajadores en lugares diferentes a dichos centros de trabajo-, es decir a Córdoba y Sevilla, por lo que la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional carece de competencia para resolver el presente conflicto, a tenor de lo establecido en el artículo 8.1 h) de la LRJS, siendo competente la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, para resolver la cuestión planteada.


No empece tal conclusión el hecho de que el artículo 2 del convenio colectivo impugnado establezca que "el convenio será de ámbito estatal, quedando incluidos todos los centros y/o puestos de trabajo a que se refiere su ámbito funcional, que se hallen emplazados en territorio español" pues ha de atenderse al ámbito de afectación real del conflicto, que es un dato objetivo e indisponible>>.
II.- PARTES PROCESALES: CAPACIDAD, LEGITIMACIÓN, REPRESENTACIÓN Y DEFENSA.- ACUMULACIONES.- 

1.- Acumulación de acciones en materia de seguridad social cuando tengan la misma causa de pedir: interpretación art. 26.6 LRJS.- SSTS/IV 5-noviembre-2013 (rcud 761/2013) y 18-diciembre-2013 (rcud 106/2013).
Con relación a la acumulación de acciones en materia de seguridad social, en la LRJS se preceptúa que “No serán acumulables entre sí las reclamaciones en materia de Seguridad Social, salvo cuando tengan la misma causa de pedir y salvo la posibilidad de alegar la lesión de derechos fundamentales y libertades públicas a que se refiere el apartado 1 del artículo 140” (art. 26.6 LRJS).

La Sala IV del Tribunal Supremo, -- entre otras, en sus SSTS/IV 5-noviembre-2013 (rcud 761/2013) y 18-diciembre-2013 (rcud 106/2013) --, ha interpretado la procedencia de tal acumulación por tener las distintas acciones acumuladas la misma causa de pedir, en supuestos en los que debía determinarse si era posible que una Mutua patronal acumulara, ejercitándolas simultáneamente contra el INSS, la TGSS y la empleadora, las acciones encaminadas a obtener el reintegro de diversas cantidades satisfechas por ella a otros tantos asegurados, a unos por contingencias profesionales y a otros por contingencias comunes, cuando la causa o el motivo común del reintegro no era otra que los descubiertos empresariales en materia de cotización que, por las circunstancias en las que se produjeron, revelan una actitud rupturista con el sistema; se trataba de determinar si cabía tal acumulación de acciones cuando, como acontecía en los supuestos enjuiciados, se pretendía por la Mutua el reintegro subsidios de incapacidad temporal (IT), derivados de accidente de trabajo junto a otros derivados de enfermedad común y entendiendo, en definitiva, que en tales supuestos existía la misma causa de pedir pese a su distinta identidad. Se razonaba que:
<<El 26.6 LRJS, como una más de las excepciones a la regla general de acumulación, establece que "tampoco serán acumulables entre sí las reclamaciones en materia de Seguridad Social, salvo cuando tengan la misma causa de pedir". 

Y es precisamente ese concepto, la causa de pedir, lo que resulta claramente coincidente en las pretensiones ejercitadas simultáneamente por la Mutua frente a la empresa incumplidora y frente al INSS/TGSS.

Como recordábamos en la sentencia citada [STS/IV 5-noviembre-2013], esta Sala viene residenciando en el principio general de economía procesal, inspirador de la norma de ritos laborales, la facultad de los litigantes para acumular las acciones que ejerciten (STS/4ª de 6 mayo 1994, rcud. 2016/93, en tesis reiterada en STS/4ª de 11 octubre 2007,  rcud. 94/05).

La Mutua dirige su pretensión frente a una pluralidad de partes, empresa/INSS/TGSS, con la finalidad de que sea condenada aquella que resulte responsable del abono de las prestaciones en cuestión. La propia demanda parte de un elemento decisivo en orden a la determinación de esa responsabilidad cual es el grave incumplimiento empresarial de su obligación de abono de cuotas de seguridad social que, como también se desprende de constante y reiterada doctrina de esta Sala (por todas, STS/4ª de 26 enero 2004 y 27 abril 2005, rcud. 4535/02 y 2130/04), comportaría en el caso, sin perjuicio de los deberes de anticipo prestacional con cargo a la Mutua, una clara e incuestionada voluntad rupturista en la conducta de la empleadora que acarrearía su responsabilidad directa, sin perjuicio también, en su caso, de la garantía subsidiaria del INSS/TGSS como sucesores del Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo (por todas, STS/4ª de 11 noviembre 1998, rcud. 1032/98). 

Es verdad que la suma total de lo reclamado en la demanda obedecía a cantidades satisfechas por la Mutua a los beneficiarios como consecuencia de distintas contingencias, y es probable incluso que alguna de ellas trajera causa de diferentes acontecimientos de naturaleza profesional, pero lo decisivo a los efectos que aquí y ahora interesan, pero el objeto de este proceso es una pretensión procesal única, consistente en que se reconozca la responsabilidad directa de la empleadora respecto a la totalidad de las prestaciones y la subsidiaria de la Seguridad Social respecto, exclusivamente, a las causadas por contingencia profesional, por lo que la relación causa-efecto de la propia pretensión no es ni la contingencia --común o profesional-- determinante de las prestaciones ya satisfechas, ni la conducta individual de los beneficiarios, ni cualquier otra circunstancia, sino los graves incumplimientos empresariales en materia de cotización>>.
2.- Derecho o beneficio de justicia gratuita: litigante en concepto de trabajador al que le es rechazada tal condición en la sentencia firme que pone fin al litigio: puede acogerse al beneficio de justicia gratuita.- STS/IV 4-diciembre-2013 (rcud 2677/2012). 

En un supuesto en el que se cuestionaba si en un asunto en el que el demandante actuaba en concepto de trabajador, aunque su calidad de tal fuera rechazada por la sentencia que resolvía el pleito, podía o no acogerse dicho sujeto al beneficio de justicia gratuita, la STS/IV 4-diciembre-2013 (rcud 2677/2012), ha dado una respuesta positiva, razonando que:
<< La doctrina correcta es la de la sentencia de contraste, que se apoya en el Auto de esta Sala Cuarta del TS de 14/3/2001 (Rec. 4129/2000) que dice así:"La cuestión que por este camino se plantea, es la de si quien acciona ostenta la condición de trabajadora, y entonces estaría exenta del depósito mencionado, o posee por el contrario la condición de personal estatutario en servicios sanitarios de la seguridad social, supuesto en que, según criterio ya asentado, el depósito es inevitable. La razón estriba en que el mencionado art. 227 LPL excluye a quien tenga la "condición de trabajador", en concordancia con la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, de 10 enero 1996, que concede ese beneficio, en el orden social, a "los trabajadores" (art. 2º); una de las manifestaciones de tal beneficio cabalmente consiste en la "exención del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos" (art. 6º.5). Mientras que al personal estatutario de la Seguridad Social no se reconoce una ventaja parecida.- Los textos legales transcritos requieren una importante matización. El beneficio, al menos en el orden social, no lo disfruta quien real y actualmente tenga la condición de trabajador, sino también aquel que la postule, o la haya perdido. Lo relevante, en suma, es que se litigue en cuanto trabajador, al menos afirmadamente, bien por relación a un conflicto en que tal condición se niega, bien por referencia a otro en que esa condición es algo pasado". Cabe añadir que dicha doctrina es confirmada implícitamente por la STS/IV de 22/6/2000 (RCUD 1785/2000) … afirma: "… el recurso debe estimarse … por aplicación del art. 232 de la LPL en relación con el art. 2 de la Ley 1/96 de 10 de enero sobre Asistencia Jurídica Gratuita, dada la condición del trabajador de la actora, cuando acaecen los hechos, que originaron la necesidad de su defensa jurídica; para llegar a conclusión contraria tendría que haberse razonado la existencia de temeridad o mala fe o que las mismas fuesen notoriamente manifiestas, lo que aquí no sucede, dado que la sentencia solo basa la imposición de costas en que el actor no era trabajador, cuando está claro que lo era por cuenta ajena, en el momento en que acaecieron los hechos y que goza por ministerio de la ley del beneficio de justicia gratuita. Con independencia de lo anterior si la sentencia recurrida impone las costas a la ahora recurrente pese a confirmar la sentencia de instancia que había estimado la incompetencia de jurisdicción, lo que no podía nunca hacer es imponer las costas a la parte actora, como no hizo la sentencia de instancia, ya que en estos casos según doctrina jurisprudencial reiterada, éstas deben declararse de oficio". Y concluye en el fallo" confirmando lo resuelto en la instancia, por ser improcedente la condena al pago de las costas …>>.
III.- EVITACIÓN DEL PROCESO (CONCILIACIÓN, MEDIACIÓN, ARBITRAJE, RECLAMACIÓN PREVIA, RECURSOS EN VÍA ADMINISTRATIVA).- 
1.- Reconvención anunciada en el acto de conciliación extrajudicial previa, celebrándose el juicio transcurrido más de un año desde que se intentó la conciliación sin avenencia: La acción reconvencional no ha prescrito.- STS/IV 26-junio-2013 (rcud 1161/2012, Sala General, voto particular).
En un problema muy cuestionado sobre el contenido y alcance del anuncio de reconvención anunciada en un acto de conciliación extrajudicial previa y su posible incidencia en la prescripción de dicha acción, cuando el juicio en que pretende hacerse valer la acción reconvencional se celebra transcurrido mas de un año desde que se intentó la conciliación sin avenencia, la STS/IV 26-junio-2013 (rcud 1161/2012, Sala General, voto particular), ha optado por entender que dicha acción no ha prescrito. Razonándose, en esencia, que:

<<.. la Sala en sus sentencias de 7 de julio de 2009 y 18 de enero de 2010 (r. 3594/2008) ha señalado, en relación con la prescripción, que "cualquier duda que al efecto pudiera suscitarse ... habría de resolverse precisamente en el sentido más favorable para el titular del derecho y más restrictivo de la prescripción, pues la doctrina jurisprudencial -tanto de esta Sala, como de la Civil- ha venido reiterando que al ser la prescripción extintiva una institución no fundada en principios de estricta justicia, sino en los de seguridad jurídica y presunción de abandono del derecho objetivo, por tal razón debe ser objeto de tratamiento cautelar y aplicación restrictiva (en tal sentido, las SSTS 25/11/97, 31/01/06, 2/10/08).

Ese efecto limitativo del ejercicio de los derechos se produciría, sin duda, en el presente caso, con quiebra además del principio de confianza legítima, si, como consecuencia de una interpretación restrictiva, se negara la posibilidad del ejercicio de la acción reconvencional por la empresa y se declarara prescrita esa acción. 
En este sentido hay que tener en cuenta que el art. 85.2 de la LPL establece que “en ningún caso podrá (el demandado) formular reconvención, salvo que la hubiese anunciado en la conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa, y hubiese expresado en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta“. Añade el precepto citado que “formulada la reconvención, se abrirá trámite para su contestación en los términos establecidos en la demanda”. La reconvención se configura además en el art. 27.2 de la LPL como una modalidad de acumulación de acciones. Esto implica ya un primer elemento de conexión entre las acciones acumuladas, al que se remite de manera explícita el art. 406 de la LEC cuando se refiere a la exigencia de una conexión material en las pretensiones.
Pero lo que interesa ahora es otro tipo de conexión: la conexión procesal. La reconvención se define como una conducta del demandado que no se limita a pedir su absolución, sino que solicita la condena del demandante. De esta forma, las posiciones procesales se invierten: el demandado pasa a ser demandante, y el demandante, demandado, pero conservando, sin embargo, la primera estructura que surge de la demanda. Ahora bien, lo que caracteriza a la reconvención es que este efecto surge dentro del mismo proceso, como una forma específica de acumulación, que la doctrina científica más autorizada calificó en su momento como una modalidad de “acumulación sucesiva por inserción de pretensiones”, que produce “la consecuencia esencial de que haya varias pretensiones en un solo proceso”, como efecto común a toda acumulación.
Esa unidad procesal se advierte claramente en el proceso civil, tanto en el juicio ordinario, como en el verbal, pues en el primero la reconvención ha de proponerse en el escrito de contestación a la demanda (art. 406.1 de la LEC) y en el verbal ha de serlo después de la demanda y antes del acto de juicio (art. 438.1 de la LEC). En el proceso laboral se ha optado por otra solución, aprovechando el carácter obligatorio de la conciliación para residenciar en ella la reconvención, garantizando así una información previa de esta acción al demandante ante la inexistencia en el proceso social de una contestación a la demanda antes del acto de juicio. Pero ello no elimina, sino que solo anticipa el efecto de acumulación, que se produce en la conciliación -en lugar de serlo en la contestación a la demanda o en un trámite posterior a la presentación a ésta, como sucede en los procesos civiles-. Si las acciones están acumuladas desde ese momento, es claro que la reconvención formulada en la conciliación seguirá la suerte de la demanda y, si ésta se interpone, se entenderá lógicamente que también ha entrado la reconvención en el proceso. Y si es así, hay que concluir igualmente que el efecto interruptivo de la demanda beneficia a la reconvención. De esta forma, se garantiza el efecto de la acumulación y se evitan las consecuencias negativas de que un retraso en el señalamiento, que surge en la esfera del servicio público de la justicia, acabe perjudicando el ejercicio de un derecho que se consideraba válidamente ejercitado en la forma prevista por la ley.
Es importante destacar que la reconvención que se realiza en el acto administrativo de conciliación no es un mero anuncio, pues tiene que cumplir en ese momento las exigencias propias de la demanda, ya que, por imperativo legal, debe expresar en lo esencial “los hechos en que se funda y la petición en que se concreta”. Por ello, la pretensión reconvencional está en esta fase formulada en todos sus elementos, de acuerdo con la doctrina de la sustanciación, y el trámite del art. 85.3 de la LPL, aunque se designa como formulación, es, en realidad, por su contenido una ratificación. Por otra parte, hay que resaltar que no se trata de una simple conexión ideal entre demanda y reconvención, sino que la Ley va más allá al determinar una auténtica conexión física entre ambas, pues, como consecuencia, de la exigencia que establece el art. 80.3 de la LPL, el acta que documenta la formulación de la reconvención entra materialmente en el proceso acompañando a la demanda, lo que supone que, incluso, en ese plano material se está ejercitando con ella la pretensión reconvencional y separarlas a efectos de la prescripción supone una división artificial de la acumulación no solo en el plano ideal, sino incluso en el material o físico … con lo que ésta ha tenido entrada en el proceso con la misma demanda y desde ese momento la acumulación extrajudicial se convierte en judicial. Es cierto que la acción reconvencional mantiene su independencia, en el sentido de que podría ser ejercitada en otro proceso o ser afectada por una declaración de incompetencia o inadecuación de procedimiento. Pero, aparte de que lo mismo puede suceder con la demanda, lo que es indudable es que si la reconvención se ratifica en el acto de juicio, como aquí ha sucedido, hay que entender que se ha mantenido la continuidad del efecto interruptivo>>.
IV.- PROCESO ORDINARIO.-

1.- La carga de la prueba en los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales: art. 96.2 LRJS como fiel reflejo de la doctrina de la Sala IV del Tribunal Supremo a partir de STS/IV 30-junio-2010 (rcud 4123/2008, Sala General).- Supuestos mas significativos de aplicación: a) enfermedades profesionales derivadas de utilización del amianto (entre otras, STS/IV 30-enero-2012 –rcud 1607/2011); b) otros supuestos recientes, accidente de trabajo consistente en el fallecimiento de un trabajador al ser aprisionado por una carretilla en el centro de trabajo durante la pausa de medio día una vez finalizado el descanso-comida, estando autorizado para comer en la empresa (STS/IV 27-enero-2014 – rcud 3179/2012).

Dispone el art. 96.2 LRJS (Carga de la prueba en casos de discriminación y en accidentes de trabajo).- “2. En los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales corresponderá a los deudores de seguridad y a los concurrentes en la producción del resultado lesivo probar la adopción de las medidas necesarias para prevenir o evitar el riesgo, así como cualquier factor excluyente o minorador de su responsabilidad. No podrá apreciarse como elemento exonerador de la responsabilidad la culpa no temeraria del trabajador ni la que responda al ejercicio habitual del trabajo o a la confianza que éste inspira”.


Este precepto, en el que establecen las reglas sobre la carga de la prueba en los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, es fiel reflejo, incluso en términos más flexibles, de la doctrina mantenida por la Sala IV del Tribunal Supremo, fundamentalmente, a partir de su STS/IV 30-junio-2010 (rcud 4123/2008, Sala General). Como supuestos más significativos de su aplicación podemos destacar: 

a) Los relativos a enfermedades profesionales derivadas de utilización del amianto (entre otras, STS/IV 30-enero-2012 –rcud 1607/2011), en los que se declara la responsabilidad empresarial por daños tras analizar la relación de causalidad entre los constatados incumplimientos empresariales de medidas prevención riesgos laborales y la enfermedad profesional del trabajador por exposición al amianto, destacando que ante la falta de medidas de seguridad, no puede presumirse, tanto más ante la inexistencia de cualquier prueba objetiva en sentido contrario, la ineficacia total de las medidas fijadas en la legislación entonces vigente para prevenir, evitar o, como mínimo, disminuir los riesgos. Razonándose, en esencia, que:

<”… como se razona en nuestra STS/IV 30-junio-2010 (Sala General –rcud 4123/2008), la propia existencia de un daño pudiera implicar –se ha dicho– el fracaso de la acción preventiva a que el empresario está obligado [porque no evaluó correctamente los riesgos, porque no evitó lo evitable, o no protegió frente al riesgo detectable y no evitable]”. Por lo que a idéntica conclusión podemos llegar aplicando la jurisprudencia de esta Sala contenida en la referida STS/IV 30-junio-2010, que aplica la clásica normativa civil de la culpa contractual, conforme a la cual “la exigencia de responsabilidad necesariamente ha de calificarse como contractual, si el daño es consecuencia del incumplimiento contractual”, que “La deuda de seguridad que al empresario corresponde determina que actualizado el riesgo [AT], para enervar su posible responsabilidad el empleador ha de acreditar haber agotado toda diligencia exigible, más allá –incluso– de las exigencias reglamentarias” y que, en cuanto a la carga de la prueba, “ha de destacarse la aplicación –analógica– del art. 1183 CC, del que derivar la conclusión de que el incumplimiento de la obligación ha de atribuirse al deudor y no al caso fortuito, salvo prueba en contrario; y la del art. 217 LECiv, tanto en lo relativo a la prueba de los hechos constitutivos [secuelas derivadas de AT] y de los impeditivas, extintivos u obstativos [diligencia exigible], cuanto a la disponibilidad y facilidad probatoria [es más difícil para el trabajador acreditar la falta de diligencia que para el empresario demostrar la concurrencia de ésta]” y que “el empresario no incurre en responsabilidad alguna cuando el resultado lesivo se hubiese producido por fuerza mayor o caso fortuito, por negligencia exclusiva no previsible del propio trabajador o por culpa exclusiva de terceros no evitable por el empresario [argumentando los arts. 1.105 CC y 15.4 LPRL], pero en todo estos casos es al empresario a quien le corresponde acreditar la concurrencia de esa posible causa de exoneración, en tanto que él es el titular de la deuda de seguridad y habida cuenta de los términos cuasiobjetivos en que la misma está concebida legalmente”.

De los anteriores argumentos se desprende que ... el empresario como deudor de seguridad en el contrato de trabajo, tenía que haber acreditado que cumplió con las medidas de seguridad que implican una diligencia exigible, para evitar el daño que finalmente se produjo. Por el contrario, en la propia sentencia recurrida se afirma … que "en el presente caso las demandadas no han acreditado el cumplimiento ... de unas mínimas medias de seguridad en relación con el trabajador", de forma que no habiéndose acreditado el cumplimiento de ninguna de las medidas de prevención que eran exigibles en los años en los que el trabajador fallecido estuvo prestando servicios en contacto con el amianto, antes descritas con detalle, la conclusión ha de ser que ese incumplimiento contractual es plenamente encuadrable en el ámbito de responsabilidad que fija el artículo 1.101 del Código Civil, con las consecuencias indemnizatorias que fijó la sentencia recurrida, que de esta forma, ha de afirmarse que no incurrió en la infracción de los preceptos que se denuncian en el recurso.

Finalmente, cabe señalar que la doctrina jurisprudencial contenida en la citada STS de 30 de junio de 2.010 … tiene reflejo en la ahora vigente Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (Ley 36/2011 de 10-octubre -LRJS), en cuyo el art. 96.2 se establece que … “>.

b) otros supuestos recientes, accidente de trabajo consistente en el fallecimiento de un trabajador al ser aprisionado por una carretilla en el centro de trabajo durante la pausa de medio día una vez finalizado el descanso-comida, estando autorizado para comer en la empresa (STS/IV 27-enero-2014 – rcud 3179/2012). Argumentándose que:

<< En el supuesto ahora enjuiciado, … entre otros, extremos, es dable destacar sobre las circunstancias que concurren en el accidente y que posibilitan su calificación como laboral, que el mismo se produce después del descanso y antes que sus compañeros llegaran al centro de trabajo para incorporarse a la jornada de tarde; que el accidentado finalizó el tiempo de descanso-comida antes que sus otros compañeros que realizaban tal descanso fuera del centro de trabajo; que estaba iniciando su actividad laboral, como lo acredita la vestimenta que portaba en dicho momento; que no se acredita que existiera un lugar de acceso a la nave, en la que estaba pendiente de continuar en su labor de limpieza antes del referido descanso, sin que tuvieran que moverse las furgonetas que sus compañeros habían dejado al marcharse en el interior de la nave; que la falta de sorpresa, reflejada en hechos probados, por parte de la compañera de trabajo que tras el descanso-comida regresó al centro y vio las furgonetas fuera de la nave y al trabajador de pie (antes de constatara, con posterioridad, que estaba aprisionado entre las furgonetas y el pilón de soporte del silo), evidencia que no resultaba extraño al modo de trabajo habitual que el accidentado pudiera estar trabajando en dichos momentos antes que llegaran sus compañeros y hubiera movido con tal fin las furgonetas; y, finalmente, que no se deduce de los hechos probados, que consintieron los deudores de seguridad demandados, y, en posible contraste con el informe de la Inspección de Trabajo, que por éstos se hubieren adoptado “las medidas necesarias para prevenir o evitar el riesgo” (arg. ex STS/IV 30-junio-2010, reflejado ahora en el art. 96.2 LRJS), es especial sobre el funcionamiento de las furgonetas, su correcto frenado y las distancias de seguridad respecto a los elementos fijos de la nave, que pudieran haber concurrido en la producción del accidente o en el agravamiento de sus consecuencias.

En definitiva, cabe entender que el accidente se produjo no solo en el lugar de trabajo, sino también en tiempo de trabajo, y que no se ha desvirtuado la presunción de laboralidad ex art. 115.3 LGSS, debiendo ser calificado el accidente como de trabajo.

Por tanto, en el presente caso no resulta necesario llegar a idéntica conclusión, lo que también podría ser factible, a través de entender que el accidente ocurrió “con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su categoría profesional, ejecute el trabajador … espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la empresa” (arg. ex art. 115.2.c LGSS) o bien aplicando la interpretación jurisprudencial de la ocasionalidad como una de los supuestos de causalidad establecidos en el concepto de accidente de trabajo que se contiene en el art. 115.1 LGSS de entenderse aunque el trabajo no hubiere sido la causa determinante del accidente, habría existiendo con suficiencia una causalidad indirecta.

Finalmente, partiendo de los datos anteriores, no existe base fáctica para entender que ha concurrido una “imprudencia temeraria del trabajador accidentado” que impide la consideración del accidente como de trabajo (arg. ex art. 115.4.b LGSS), - aun dejando aparte que la carga de la prueba de la concurrencia de tal factor excluyente de la responsabilidad incumbía también a los deudores de seguridad (arg. ex STS/IV 30-junio-2010 y art. 96.2 LRJS)- pues de haber existido imprudencia por parte del accidentado por utilizar unos instrumentos que de ordinario no manejaba, no tiene la trascendencia suficiente para alcanzar tal calificación de temeraria, pudiendo estar basada en la confianza en el exigible normal funcionamiento de tales instrumentos que no se ha acreditado que concurrían (arg. ex arts. 115.5.a LGSS, STS/IV 30-junio-2010 y art. 96.2 LRJS).>>
V.- MODALIDADES PROCESALES.-

1.- Impugnación de actos administrativos recaídos en expedientes de regulación de empleo extintivos: resolución dictada después de la entrada en vigor del RDL 3/2012 en expediente que estaba en tramitación en esa fecha: Se aplica el procedimiento del art. 151 LRJS y no el del art. 124 de dicha Ley.- STS/IV 5-noviembre-2013 (rco 24/2013, Sala General).

La impugnación jurisdiccional de las resoluciones administrativas recaídas en expedientes de regulación de empleo extintivos aun dictadas después de la entrada en vigor del RDL 3/2012 si el expediente estaba en tramitación en esa fecha, sin impugnables ante el orden jurisdiccional social y por la vía procesal de la modalidad regulada en el art. 151 LRJS y no a través del proceso de impugnación de despidos colectivos adoptados por el empresario regulado en el art. 124 LRJS introducido por RDL 3/2012; en este sentido se ha pronunciado la STS/IV 5-noviembre-2013 (rco 24/2013, Sala General), razonando que:.
<<El Real Decreto–Ley entró en vigor el 12 de febrero de 2012, conforme a su disposición final 16ª, que establece el inicio de esa vigencia en el día siguiente al de la publicación de la norma que tuvo lugar el 11 de febrero. Pues bien, en esa fecha -12 de febrero- no se había dictado resolución en el expediente, por lo que éste, iniciado el 31 de enero de 2012, se encontraba en tramitación. Resulta aplicable, por tanto, el nº 1 de la transitoria 10ª que se refiere a los expedientes que “estuvieran en tramitación a la entrada en vigor” del Real Decreto-Ley para establecer que se regirán por la normativa anterior; normativa que establecía la impugnación de la resolución administrativa a través de la modalidad procesal regulada en los arts. 151 y 152 de la LRJS. 


No es aplicable el nº 2 de la disposición transitoria 10ª, porque se refiere a los expedientes resueltos en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto–Ley y es evidente que cuando el 12 de febrero de 2012 entró en vigor el Real Decreto–Ley el expediente a que se refieren estas actuaciones no había sido resuelto>>.
2.- Despido colectivo de “hecho” (“cuando se produce mediante decisiones extintivas individuales, pese a sobrepasar los umbrales del art. 51.1.1º del ET”) y despido colectivo “tácito” (cuando “se produce el cierre de la empresa sin ninguna declaración extintiva”), utilización para su impugnación de la modalidad procesal ex art. 124 LRJS (RDL 3/2012).- STS/IV 25-noviembre-2013 (rco 52/2013, Sala General).

La jurisprudencia social, -- en STS/IV 25-noviembre-2013 (rco 52/2013, Sala General) --, ha interpretado que si el despido colectivo se produce sin cumplir formalidad alguna, de “hecho” o de forma fraudulenta (“cuando se produce mediante decisiones extintivas individuales, pese a sobrepasar los umbrales del art. 51.1.1º del ET”) o bien cuando acontece un despido colectivo “tácito” (cuando “se produce el cierre de la empresa sin ninguna declaración extintiva”), puede ser impugnado por la modalidad procesal ex art. 124 LRJS (RDL 3/2012). Se razona que:


<<El art. 124 de la LRJS, en la redacción aquí vigente, configura una acción de impugnación del despido colectivo que corresponde ejercitar a los sujetos de este carácter que enumera el nº 1 de este artículo. El objeto del proceso que se inicia con esta acción es, por tanto, la impugnación de una decisión extintiva de carácter colectivo y este carácter tiene también la sentencia que en él se dicta, conforme al nº 9 del artículo de referencia. Ahora bien, una decisión extintiva de carácter colectivo puede adoptarse formalmente como tal, sometiéndose al procedimiento legalmente previsto en el art. 51 del Estatuto de los Trabajadores y en sus normas de desarrollo reglamentario. Pero puede también producirse al margen de este procedimiento -prescindiendo, por ejemplo, del periodo de consultas- o incluso ocultando su carácter colectivo.


En el primer caso, estaríamos ante un despido colectivo irregular y en el segundo ante lo que la sentencia recurrida denomina, con acierto, un “despido colectivo de hecho”, que también podría calificarse en determinados casos como un despido fraudulento. La decisión extintiva colectiva podría manifestarse, al igual que sucede con la individual, como un “despido tácito” –el mero cierre de la empresa, por ejemplo- que, por lo demás, no deja de ser una manifestación del despido de hecho. Que ello es así se desprende con claridad de los preceptos legales aplicables. Por ello, el despido colectivo irregular por omisión del periodo de consultas puede ser impugnado a través de la modalidad del art. 124, números 1 a 10, pues expresamente se menciona tal supuesto como causa de esta impugnación en el apartado b) del nº 2 del artículo citado, dando lugar a la declaración de nulidad en la sentencia colectiva, como se desprende del nº 9 del art. 124 de la LRJS en relación con el art. 51.2 del ET. Carece, por tanto, de fundamento la argumentación del motivo cuando señala que, como no se ha iniciado el periodo de consultas, no hay despido colectivo.


Tampoco puede aceptarse el segundo argumento que alega que, como no ha existido una decisión formalmente colectiva, no cabe una impugnación de este carácter. Es obvio que no es así, porque el despido puede ser materialmente colectivo, aunque no se manifieste con este carácter en la forma prevista en los números 2 y 4 del art. 51 del ET. Éste sería el caso del despido colectivo tácito, en el que se produce el cierre de la empresa sin ninguna declaración extintiva y también tiene esta condición el despido colectivo de hecho cuando se produce mediante decisiones extintivas individuales, pese a sobrepasar los umbrales del art. 51.1.1º del ET>>. 
3.- La acción de jactancia empresarial en el despido colectivo (art. 124 LRJS en redacción dada por Ley 3/2012), la imposibilidad de admitir la entrada en el proceso como intervinientes litisconsociales de determinados trabajadores afectados y su inadecuación cuando no hay ningún sujeto colectivo que se oponga a la decisión extintiva empresarial colectiva.- STS/IV 26-diciembre-2013 (rco 28/2013, Sala general, voto particular).

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, constituida en Sala General integrada por todos sus magistrados/as, en STS/IV 26-diciembre-2013 (rco 28/2013, Sala general, voto particular), ha dejado un muy escaso margen a la posibilidad de real ejercicio de la doctrinalmente denominada acción de jactancia empresarial en el despido colectivo (art. 124 LRJS en redacción dada por Ley 3/2012) al proclamar la imposibilidad de admitir la entrada en el proceso como intervinientes litisconsociales de determinados trabajadores afectados y su inadecuación cuando no hay ningún sujeto colectivo que se oponga a la decisión extintiva empresarial colectiva. Se razona en la referida sentencia que: 

<<… no es posible la entrada de trabajadores individuales en un proceso colectivo, como es el proceso del art. 124 LRJS, tanto en su regulación general, como en la especial del número 3 de este artículo. Se trata de una modalidad procesal, que es, desde luego, una variante del proceso colectivo, tanto por su objeto que se refiere a los pronunciamientos de carácter general que relaciona el número 2 de este precepto, como por el propio contenido de la sentencia que el propio art. 124.3 define como declarativa. Así se desprende además con toda claridad de las reglas de legitimación de los números 1 y 3 del artículo. Para el proceso colectivo de impugnación están activamente legitimados los representantes legales o sindicales de los trabajadores y para el proceso de reconocimiento de la procedencia también, aunque pasivamente, los representantes de los trabajadores. 

Esta es la regla general en todos los procesos colectivos, como puede verse en los artículos correspondientes de la LRJS y en el propio art. 124 en los preceptos que acaban de citarse. Así se ha mantenido de forma uniforme por la jurisprudencia y por la doctrina científica. Entre nuestras sentencias pueden citarse las de 15 de diciembre de 2000, 14 de junio de 2002 y 1 de junio de 2004, que relacionan otras anteriores. La sentencia citada en último lugar señala que “si bien es cierto que la cuestión sustancial debatida en el presente conflicto afecta, sin duda alguna, de forma preponderante, al colectivo de trabajadores prejubilados, no lo es menos, sin embargo, que ninguno de ellos, a título individual, se halla legitimado para comparecer en este procedimiento” y la sentencia de 22 de diciembre de 2000 recuerda, con cita de las sentencias de 2 de julio de 1997, 26 de diciembre y 17 de noviembre de 1999, que en el proceso de conflicto colectivo sólo pueden figurar como demandantes o demandados sujetos colectivos. La STC 12/2009 ha ratificado este criterio en un supuesto en que un trabajador individual trataba de entrar en un proceso colectivo sobre la impugnación de una convocatoria de plazas en la que participaba. Dice el Tribunal Constitucional que la propia configuración del objeto del proceso “explica que el litigio se sustancie siempre entre entes colectivos o de dimensión colectiva, entre los que se incluyen los empresarios”, pero no los trabajadores. 
La apertura a los trabajadores individuales, aun en el supuesto de que se limitara a los casos de ausencia de la representación colectiva, desestabilizaría el proceso y sin ninguna duda el propio resultado de la negociación en el periodo de consultas, pues, cuando los representantes colectivos hubieran llegado a un acuerdo, podría abrirse una impugnación colectiva por parte de trabajadores individuales que tendría la posibilidad de cuestionar no solo su despido, sino todos los despidos acordados …>>. 


<<… no puede admitirse la existencia de un proceso de impugnación colectiva del despido si no existe un sujeto colectivo que se oponga al despido y que esté en condiciones de hacerlo efectivamente en el proceso. La razón es clara. Si no hay sujeto colectivo en la posición de demandado y no es posible la entrada de los trabajadores individuales, hay que excluir el proceso del art. 124 LRJS, porque en estas condiciones, y, como ya se ha dicho, se puede producir un proceso sin contradicción real del que derive una eventual decisión sobre la procedencia de los despidos que tendrá efecto positivo de cosa juzgada en los procesos individuales. Los trabajadores quedan sin posibilidad efectiva de defensa, pues en el proceso individual la sentencia colectiva lograda sin oposición será vinculante (art. 124.3, in fine, y 13 b). También se ha señalado ya la gravedad de estas consecuencias y la vulneración de los principios esenciales del proceso>>. 

4.- La impugnación a través de la modalidad procesal de conflictos colectivos de una modificación sustancial de las condiciones de trabajo no exige el agotamiento de las vías preprocesales previas con la consecuencia que su inadecuada utilización no suspende el plazo de caducidad de 20 días hábiles para el ejercicio de tal acción.- STS/IV 9-diciembre-2013 (rco 85/2003).

En la interrelación entre el art. 64 LRJS que excluye de las reclamaciones de modificación sustancial de las condiciones de trabajo la exigencia de reclamación previa y el art. 156.1 LRJS que dispone como requisito necesario para la tramitación del proceso de conflicto colectivo el intento de conciliación o de mediación previas en el términos previstos en el art. 63 LRJS, la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en STS/IV 9-diciembre-2013 (rco 85/2003), ha optado por interpretar de que debe prevalecer la norma especifica de exclusión de tales presupuestos preprocesales, con la derivada consecuencia que su inadecuada utilización no suspende el plazo de caducidad de 20 días hábiles para el ejercicio de tal acción. Se razona en la indicada sentencia:


<<… la actuación empresarial que ha dado origen al pleito … es una modificación sustancial de las condiciones de trabajo de 71 empleados … El art. 59.3 ET establece para el ejercicio de la acción de despido un plazo de 20 días hábiles, susceptible en ese caso de ser interrumpido por la interposición de la demanda de conciliación ante el organismo público correspondiente; del mismo modo, en el número 4 de ese precepto se establece que el mismo plazo de caducidad de 20 días se aplicará al ejercicio de las acciones encaminadas a la impugnación de decisiones empresariales en materia de movilidad geográfica y modificación sustancial de las condiciones de trabajo, añadiéndose que ese plazo "... se computará desde el día siguiente a la fecha de notificación de la decisión empresarial, tras la finalización, en su caso, del periodo de consultas".







Desde el punto de vista procesal, el cauce por el que han de discurrir las demandas que versen sobre la modificación sustancial de condiciones de trabajo a que se refiere el art. 41.2 ET habrá de ser el del proceso de conflicto colectivo, por exigirlo expresamente el art. 153.1 LRJS, pero naturalmente con las especialidades que para esas acciones se desprende del cuerpo normativo conjunto que regula el ejercicio de tales pretensiones, o, lo que es lo mismo, con observancia de las especialidades que para el ejercicio de tales acciones se desprende de la Ley.







En ese sentido, si bien es cierto que el art. 63 LRJS establece una regla general como requisito previo al proceso de exigir la conciliación previa, sin embargo en el artículo siguiente, el 64.1 LRJS y con absoluta claridad se establecen una serie de excepciones a esa exigencia preprocesal, entre las que se encuentra la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, trámite que, por otra parte, parecería redundante en una materia en la que la impugnación en vía judicial la de la decisión del empresario se ha de llevar a cabo después de agotado el periodo de consultas con los representantes de los trabajadores. Además … en las reclamaciones referidas a la modificación sustancial de las condiciones de trabajo la idea de celeridad impulsa evidentemente la ordenación procesal que se hace del cauce para impugnarla en un breve plazo de tiempo, lo que además redunda en beneficio de la seguridad jurídica, razones de la regulación del proceso y de la decisión que adoptó la sentencia recurrida que excluyen cualquier planteamiento de vulneración del art. 24 CE.



Por esa razón, aun cuando es cierto que con carácter general el art. 156.1 LRJS dispone como requisito necesario para la tramitación del proceso de conflicto colectivo el intento de conciliación o de mediación en los términos previstos en el art. 63 antes citado, sin embargo en estas reclamaciones de modificación sustancial de las condiciones de trabajo entra en juego la regla especial citada, la del artículo 64 LRJS que excluye ese requisito de conciliación previa, como antes se ha visto. Por ello, si la conciliación previa no es preceptiva, no hay suspensión posible del plazo de caducidad, que opera en sus propios términos y alcance temporal, a pesar de que se interpusiera tal demanda …>>.
5.- Modalidad procesal de “Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor”: interpretación art. 138.1 LRJS inicio del cómputo del plazo de caducidad de 20 días hábiles “siguientes a la notificación por escrito de la decisión a los trabajadores o a sus representantes”.- STS/IV 21-mayo-2013 (rco 53/2013).

Dispone el art. 138.1 LRJS que “El proceso se iniciará por demanda de los trabajadores afectados por la decisión empresarial, aunque no se haya seguido el procedimiento de los artículos 40, 41 y 47 del Estatuto de los Trabajadores. La demanda deberá presentarse en el plazo de caducidad de los veinte días hábiles siguientes a la notificación por escrito de la decisión a los trabajadores o a sus representantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores, plazo que no comenzará a computarse hasta que tenga lugar dicha notificación, sin perjuicio de la prescripción en todo caso de las acciones derivadas por el transcurso del plazo previsto en el apartado 2 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores”.


La cuestión consistía en determinar si bastaba cualquier forma de notificación de la decisión empresarial para que se iniciara el cómputo cuando se tuviera constancia cierta de su conocimiento por el trabajador o por sus representantes, o si se exigía, como literalmente establece el precepto, la notificación por escrito de la tal decisión.


La jurisprudencia social se ha inclinado por esta última solución en STS/IV 21-mayo-2013 (rco 53/2013), razonando que:
<< En el caso que examinamos … , consta que la nota de régimen interno de 21 de noviembre de 2.011 de la empresa para suprimir el sistema de cómputo de jornada anterior se publicó en el tablón de anuncios, pero no se notificó por escrito la nueva medida ni a los trabajadores ni a sus representantes, con la debida constancia como garantía de seguridad jurídica para aplicar un plazo perentorio de caducidad tan breve e impeditivo del ejercicio de la acción, razón por la que, como acertadamente razona la sentencia recurrida, no cabe aplicar el plazo de caducidad de 20 días previsto en la norma, al no darse el presupuesto para el inicio del cómputo>>.
6.- Modalidad procesal “De la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas”: legitimación activa (art. 177.1 LRJS): miembro del comité de empresa que alega la violación del derecho a la libertad sindical en su vertiente individual con ocasión de actos de la empresa relativos a la sustitución de la trabajadora durante sus ausencias en uso del crédito sindical.- SSTS/IV 26-noviembre-2013 (rcud 449/2013) y 19-diciembre-2013 (rcud 555/2013).

Dispone el art. 177.1 LRJS que “Cualquier trabajador o sindicato que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados los derechos de libertad sindical, huelga u otros derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento discriminatorio y del acoso, podrá recabar su tutela a través de este procedimiento cuando la pretensión se suscite en el ámbito de las relaciones jurídicas atribuidas al conocimiento del orden jurisdiccional social o en conexión directa con las mismas, incluidas las que se formulen contra terceros vinculados al empresario por cualquier título, cuando la vulneración alegada tenga conexión directa con la prestación de servicios”.


Entre otras, las SSTS/IV 26-noviembre-2013 (rcud 449/2013) y 19-diciembre-2013 (rcud 555/2013), se otorga legitimación activa para el ejercicio de una acción de tutela de derechos fundamentales y libertades públicas a un miembro del comité de empresa que alega la violación del derecho a la libertad sindical en su vertiente individual con ocasión de actos de la empresa relativos a la sustitución de la trabajadora durante sus ausencias en uso del crédito sindical. Se razona que:


<<… en el caso concreto, se trata de una negativa empresarial dirigida a la demandante de manera individual negándole la posibilidad de disfrute del crédito horario sindical, que aunque previsto en el art. 68 e) ET, la parte actora invoca una lesión constitucional del artículo 28.1 CE en orden al el ejercicio de la acción sindical que le reconoce el artículo 2.1 d) LOLS. Por ello, no se trata en el proceso por aquélla iniciado de determinar si existe el derecho al disfrute de las horas pedidas, sino si la negativa de la empresa, por ausencia de justificación objetiva o razonable, tuvo como resultado una limitación indebida e ilícita del derecho de acción sindical de la demandante, que de esta forma se integra en el contenido constitucional del derecho invocado".






"En esa línea, la STC 40/1985, de 19 de abril de 1985 afirma que "El derecho a la libertad sindical constitucionalmente consagrado comprende ... no sólo el derecho de los trabajadores de organizarse sindicalmente, sino además el derecho de los sindicatos de ejercer aquellas actividades que permiten la defensa y protección de los propios trabajadores, de lo que se sigue que para el eficaz ejercicio de sus funciones, los representantes sindicales han de disfrutar de una serie de garantías y facilidades, que de algún modo se incorporan al contenido esencial del derecho de libertad sindical, siendo una de ellas, precisamente la que aquí se cuestiona, la prevista en el art. 68.e) ET, de acuerdo con la cual, los miembros del Comité de Empresa (y los delegados de personal), como representantes legales de los trabajadores, tendrán, a salvo de lo que se disponga en los Convenios Colectivos, la garantía de disponer de un crédito de horas mensuales retribuidas, para el ejercicio de sus funciones de representación, de acuerdo con la escala en tal precepto determinada".






"… Ese contenido constitucional es precisamente susceptible de ser invocado por sujetos individuales o colectivos, según los casos, dentro del proceso de tutela de los derechos de libertad sindical previsto en los artículos 175 y siguientes LPL. Como antes se dijo, en este caso la trabajadora tiene legitimación activa para instar por ese cauce procesal la tutela de su libertad sindical frente a la actuación empresarial que le negó el derecho a la acción sindical, pretensión que se actúa en el ámbito del contenido constitucional del derecho fundamental invocado, desde el momento en que no se insta en la demanda el reconocimiento del derecho al desempeño de la labores de representación de los trabajadores que le atribuye el artículo 68. e) del Estatuto de los Trabajadores, sino que se funda en la propia Ley Orgánica de Libertad Sindical, artículos 2 y 13, cuando se afirma que la conducta de la empresa está encaminada a limitarle sus derechos como representante de los trabajadores">>.

7.- Daños morales y vulneración de derechos fundamentales y libertades públicas.- STS/IV 17-diciembre-2013 (rco 109/2012).

La LRJS en la modalidad procesal “De la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas” contiene una nueva y regulación específica de la indemnización por haber sufrido discriminación u otra lesión de derechos fundamentales y libertades públicas, en función tanto del daño moral unido a la vulneración del derecho fundamental, como de los daños y perjuicios adicionales derivados (en especial en sus arts. 179.3, 182.1.d y 183), que se debe aplicar tanto al proceso ordinario como a las restantes modalidades procesales en las que se ejerciten pretensiones de tutela de derechos fundamentales y libertades públicas (arg. ex arts. 26.2, 178.2 y 184 LRJS). 

La regulación tiene especial incidencia en materia de daños morales, en la que la jurisprudencia social había sido muy exigente a la hora de requerir su prueba y muy restrictiva en la fijación del importe indemnizatorio.
Los principios contenidos en la LRJS sobre la indemnización por daños morales se detallan e interpretan en la STS/IV 17-diciembre-2013 (rco 109/2012), en un supuesto en que el Sindicato demandante consiente la cuantía fijada en instancia y es la Administración pública empleadora la que cuestiona la procedencia de tal indemnización, razonándose que:

<<El art. 15 LOLS … establece, en términos imperativos, que "Si el órgano judicial entendiese probada la violación del derecho de libertad sindical, decretará ... la reparación consiguiente de sus consecuencias ilícitas" y la LRJS, en desarrollo y concreción de tal norma, tratándose especialmente de daños morales, de difícil determinación y prueba por su propia naturaleza, y acorde con la jurisprudencia constitucional, ha flexibilizado la interpretación que de tales extremos se venía efectuando por un sector de la jurisprudencia ordinaria.






En este sentido, en la LRJS se preceptúa que:







a) "La demanda ... deberá expresar con claridad los hechos constitutivos de la vulneración, el derecho o libertad infringidos y la cuantía de la indemnización pretendida, en su caso, con la adecuada especificación de los diversos daños y perjuicios, a los efectos de lo dispuesto en los artículos 182 y 183, y que, salvo en el caso de los daños morales unidos a la vulneración del derecho fundamental cuando resulte difícil su estimación detallada, deberá establecer las circunstancias relevantes para la determinación de la indemnización solicitada, incluyendo la gravedad, duración y consecuencias del daño, o las bases de cálculo de los perjuicios estimados para el trabajador" ( art. 179.3 LRJS), de donde es dable deducir que los daños morales resultan indisolublemente unidos a la vulneración del derecho fundamental y que tratándose de daños morales cuando resulte difícil su estimación detallada deberán flexibilizarse, en lo necesario, las exigencias normales para la determinación de la indemnización;








b) "La sentencia declarará haber lugar o no al amparo judicial solicitado y, en caso de estimación de la demanda, según las pretensiones concretamente ejercitadas: ... d) Dispondrá el restablecimiento del demandante en la integridad de su derecho y la reposición de la situación al momento anterior a producirse la lesión del derecho fundamental, así como la reparación de las consecuencias derivadas de la acción u omisión del sujeto responsable, incluida la indemnización que procediera en los términos señalados en el artículo 183" (art. 182.1.d LRJS), de tal precepto, redactado en forma sustancialmente concordante con el relativo al contenido de la sentencia constitucional que otorgue el amparo ( art. 55.1 Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional -LOTC), se deduce que la sentencia, como establece el citado art. 15 LOLS, debe disponer, entre otros extremos, la reparación de las consecuencias de la infracción del derecho o libertad fundamental incluyendo expresamente la indemnización, con lo que la indemnización forma parte integrante de la obligación de restablecimiento en la "integridad" del derecho o libertad vulnerados;






c) "Cuando la sentencia declare la existencia de vulneración, el juez deberá pronunciarse sobre la cuantía de la indemnización que, en su caso, le corresponda a la parte demandante por haber sufrido discriminación u otra lesión de sus derechos fundamentales y libertades públicas, en función tanto del daño moral unido a la vulneración del derecho fundamental, como de los daños y perjuicios adicionales derivados" (art. 183.1 LRJS), se reiteran los principios del deber judicial de pronunciarse sobre la cuantía de la indemnización , así como de la esencial vinculación del daño moral con la vulneración del derecho fundamental;
d) "El tribunal se pronunciará sobre la cuantía del daño, determinándolo prudencialmente cuando la prueba de su importe exacto resulte demasiado difícil o costosa, para resarcir suficientemente a la víctima y restablecer a ésta, en la medida de lo posible, en la integridad de su situación anterior a la lesión, así como para contribuir a la finalidad de prevenir el daño" (art. 183.2 LRJS), deduciéndose que respecto al daño, sobre cuyo importe debe pronunciarse necesariamente el Tribunal, se atribuye a éste, tratándose especialmente de daños morales ("cuando la prueba de su importe exacto resulte demasiado difícil o costosa" y arg. ex art. 179.3 LRJS), la facultad de determinándolo prudencialmente, así como, con respecto a cualquier tipo de daños derivados de vulneraciones de derechos fundamentales o libertades públicas, se preceptúa que el importe indemnizatorio que se fije judicialmente debe ser suficiente no solo para la reparación íntegra, sino, además "para contribuir a la finalidad de prevenir el daño", es decir, fijando expresamente los principios de suficiencia y de prevención; y






e) Finalmente, la importancia de la integridad en la reparación de las victimas de los vulnerados derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la indemnización procedente, se refleja en la esencial función atribuida al Ministerio Fiscal en el proceso social declarativo y de ejecución, al disponerse que "El Ministerio Fiscal será siempre parte en estos procesos en defensa de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, velando especialmente por la integridad de la reparación de las víctimas ..." (art. 177.3 LRJS) y que "El Ministerio Fiscal será siempre parte en los procesos de ejecución derivados de títulos ejecutivos en que se haya declarado la vulneración de derechos fundamentales y de libertades públicas, velando especialmente por la integridad de la reparación de las víctimas" (art. 240.4 LRJS).






En el presente caso, entendiéndose probada la violación del derecho de libertad sindical, la Sala de instancia debía, entre otros pronunciamientos, decretar la reparación consiguiente de sus consecuencias ilícitas (arg. ex art. 15 LOLS), disponiendo el restablecimiento del Sindicato demandante en la integridad de su derecho, integridad que comporta, entre otros extremos, la reparación de las consecuencias derivadas de la acción u omisión del sujeto responsable, incluida la indemnización que procediera (arg. ex art. 182.1.d LRJS); debiendo, como regla, fijarse la cuantía de la indemnización en función tanto del daño moral unido a la vulneración del derecho fundamental, como de los daños y perjuicios adicionales derivados (arg. ex art. 183.1 LRJS). Concretada en este caso la pretensión indemnizatoria del demandante a la reparación del daño moral, el Tribunal para cumplir con el deber de pronunciarse sobre la cuantía del daño, la podía determinar prudencialmente cuando, como acontece como regla tratándose de daños morales, la prueba de su importe exacto resulte demasiado difícil o costosa, flexibilizando, en lo necesario, las exigencias normales para la determinación de la indemnización, y debiendo ser la indemnización fijada suficiente para resarcir a la víctima y para restablecer a ésta, en la medida de lo posible, en la integridad de su situación anterior a la lesión, así como para contribuir a la finalidad de prevenir el daño (arg. ex arts. 179.3 y 183.2 LRJS)>>.






VI.- RECURSOS.-

1.- Impugnabilidad en suplicación o en casación ordinaria de las resoluciones que en instancia pongan fin al proceso impidiendo su continuación: supuestos y límites temporales: la finalidad de protección del derecho de tutela judicial efectiva en un tiempo razonable por los órganos jurisdiccionales ordinarios sin tener que acudir al amparo constitucional.- STS/IV 2-diciembre-2013 (rcud 3278/2012).

La LRJS ha introducido por primera vez en nuestras normas procesales sociales, con la finalidad, entre otras, de protección del derecho de tutela judicial efectiva en un tiempo razonable por los órganos jurisdiccionales ordinarios sin tener que acudir al amparo constitucional, la posibilidad de impugnabilidad en suplicación (art. 191.4.c.2º LRJS) o casación ordinaria (art. 206.3.b LRJS) determinadas resoluciones que en instancia pongan fin al proceso impidiendo su continuación, en especial por “falta de subsanación de los defectos advertidos en la demanda no imputable a la parte o a su representación procesal o incomparecencia injustificada a los actos de conciliación y juicio” y en concretos supuestos que lleven aparejada la imposibilidad de un nuevo planteamiento de la acción (“siempre que, por caducidad de la acción o de la instancia o por otra causa legal, no fuera jurídicamente posible su reproducción ulterior”).


En un supuesto planteado con anterioridad a la entrada en vigor de la LRJS, la STS/IV 2-diciembre-2013 (rcud 3278/2012), -- aun desestimándose el recurso de casación unificadora por razones formales --, se ha negado la posibilidad de interponer recurso de suplicación por tratarse de resoluciones dictadas con anterioridad a tal fecha. Razonándose que:

<<… aunque se admitiese plena corrección formal en el planteamiento del motivo, … y una mínima argumentación sobre la interpretación de sus previsiones de forma tal que comprenda como supuesto recurrible en suplicación el Auto que acuerde el desistimiento por incomparecencia injustificada de la parte actora, de todas formas el motivo por fuerza habría de fracasar, siendo así que ya desde la STC 3/1983 [de 25/Enero y dictada por el Pleno de la Sala], se mantiene que el derecho al recurso es de configuración legal, sin que exista –salvo en materia penal– norma o principio constitucional alguno que obligue a la existencia de unos recursos determinados, por lo que al legislador corresponde fijar el sistema de recursos en los términos y con los requisitos de acceso a los mismos que considere oportunos, y a los Tribunales ordinarios la interpretación y aplicación de los mismos. Mientras que el derecho a respuesta judicial sobre las pretensiones esgrimidas goza de naturaleza constitucional, en tanto que deriva directamente del art. 24.1 CE, el derecho a la revisión de una determinada respuesta judicial tiene carácter legal, sin que –STC 37/1995– ni siquiera exista un derecho constitucional a disponer de tales medios de impugnación, siendo imaginable, posible y real la eventualidad de que no existan, salvo en lo penal [SSTC 140/1985, 37/1988 y 106/1988], o condicionar su admisibilidad al cumplimiento de ciertos requisitos, por lo que su establecimiento y regulación pertenecen al ámbito de libertad del legislador [STC 3/1983] (STC 37/1995, de 7/Febrero, FJ 5). Por lo mismo, «… no existe propiamente un derecho derivado de la Constitución a disponer de un recurso contra las resoluciones judiciales, salvo en lo relativo a sentencias penales condenatorias, de manera que, con esta última excepción, son las Leyes de enjuiciamiento reguladoras de los diversos órdenes jurisdiccionales las que determinan los concretos supuestos en que procede un recurso, de modo que su establecimiento y regulación pertenecen al ámbito de libertad del legislador» [en este sentido, por todas, SSTC 251/2000, de 30/Octubre, FJ 3; 71/2002, de 8/Abril, FJ 3; 91/2005, de 18/Abril, FJ 2; 270/2005, de 24/Octubre, FJ 3; 19/2009, de 26/Enero, FJ 3; 256/2006, de 11/Octubre, FJ 5; 19/2009, de 26/Enero, FJ 3; y 204/2012, de 12/Noviembre, FJ 4).


Las razones –de oportunidad y orden constitucional– … podían llevar al legislador a permitir que el supuesto debatido tuviera acceso a suplicación, como efectivamente hizo a través de la LRJS [art. 194.4.c).2º], pero en manera alguna a que los Tribunales prescindan de la concreta configuración legal existente en un momento dado, admitiendo la interposición del recurso en supuesto excluido por el legislador en tales fechas>>.
2.- La inclusión en el escrito de impugnación del recurso de suplicación o de casación ordinaria de “motivos subsidiarios de fundamentación del fallo de la sentencia recurrida”: límites: el principio procesal “reformatio in peius” como parte del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) a través del régimen de garantías legales de los recursos, que deriva de la prohibición constitucional de indefensión.- SSTS/IV 15-octubre-2013 (rcud 1195/2013 a instancia del Ministerio Fiscal) y 18-febrero-2014 (rco 42/2013, Sala General).

La LRJS ha introducido de forma expresa la ampliación del contenido de los escritos de impugnación en los recursos de suplicación y de casación ordinaria a modo de “motivos subsidiarios de fundamentación del fallo de la sentencia recurrida”, -- posibilitando que en los mismos la parte no recurrente que impugna el recurso de la parte contraria pueda alegar, además de los clásicos motivos de inadmisibilidad del recurso, eventuales rectificaciones de hecho o causas de oposición subsidiarias aunque no hubieran sido estimadas en la sentencia (art. 197.1 y 211.1.II LRJS) --, así como el posterior trámite de audiencia o alegaciones a favor de las otras partes cuando se hubieren formulado motivos o causas de oposición subsidiarias (arts. 197.2 y 211.3 LRJS), lo que tiene como fundamento la adaptación de la normativa procesal social a la jurisprudencia constitucional.


La jurisprudencia constitucional ya venía admitiendo esta posibilidad, fijando sus límites (en relación con la interdicción de la “reformatio in peius” y la prohibición constitucional de indefensión) e incluso recomendó al legislador ordinario su expresa inclusión, y así:

a) En la STC 91/2010, de 15 de noviembre, en cuanto establece la obligación de resolver, en su caso, sobre las pretensiones contenidas, explicita o implícitamente, en los escritos de impugnación reconociendo “la vulneración del art. 24.1 CE en la vertiente de motivación cuando el silencio sobre la segunda pretensión provoca resultados irregulares o paradójicos (STC 200/1987, de 16 de diciembre …, y STC 227/2002, de 9 de diciembre …), o cuando es posible interpretar que la pretensión estaba implícita (STC 218/2003, de 15 de diciembre)”, así como con respecto a la “reformatio in peius”, entendiendo que “la interdicción de la reformatio in peius, aunque no esté expresamente enunciada en el art. 24 CE, tiene una dimensión constitucional, pues representa un principio procesal que forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva a través del régimen de garantías legales de los recursos, que deriva, en todo caso, de la prohibición constitucional de indefensión (entre otras, SSTC 54/1985 …; 116/1988 …; 56/1999 …; 16/2000 …; 28/2003 …; 249/2005 …)” y que “Es, además, una proyección de la congruencia en el segundo o posterior grado jurisdiccional, que impide al órgano judicial ad quem exceder los límites en que esté planteado el recurso, acordando una agravación de la sentencia impugnada que tenga origen exclusivo en la propia interposición de éste (STC 17/2000 …)”; o 

b) En la STC 4/2006, de 16 de enero, en la que se aceptaba en un recurso de suplicación la formulación en el escrito de impugnación de alegaciones como la analizada en dicho recurso de amparo “en la que el impugnante en fase de recurso se opone a una relación de hechos probados que, si se considerara inalterada al no existir oposición del recurrente al relato de la Sentencia de instancia, podría favorecer la estimación del recurso al dar lugar a una distinta aplicación del Derecho”, concluyendo que “En suma, la parte de un litigio laboral que, beneficiada por el pronunciamiento recaído en la instancia, se encuentra con que éste, recurrido, se sustenta en un relato de hechos probados que no se atiene a prueba documental o pericial válidamente practicada en autos e inequívocamente expresiva de un hecho capital para sustentar la decisión dictada y sin el cual ésta podría revocarse, podrá hacer valer su interés a través de su escrito de impugnación, teniendo derecho a una respuesta congruente del órgano judicial que considere sus alegaciones”, pero advirtiendo que ello no puede comportar la vulneración del “derecho de defensa de la parte recurrente en suplicación” a la que debía ofrecérsele “un trámite de audiencia … en el que tenga oportunidad de alegar sobre la cuestión fáctica objeto de controversia” y, por tanto, recomendaba que “resultaría conveniente introducir dicho trámite de audiencia en la Ley de procedimiento laboral, para atender debidamente a los imperativos del derecho de defensa en supuestos como el que viene de analizarse, o como en otros recientemente abordados por este Tribunal (STC 53/2005, de 14 de marzo …). De otro modo, no dando audiencia en casos como los citados, sufriría la confianza legítima generada por los términos en que fue conformada la realidad jurídica en el proceso, que no puede desconocerse por los órganos judiciales”.  

El citado art. 197.1 LRJS ha sido interpretado por esta Sala en su STS/IV 15-octubre-2013 (rcud 1195/2013 a instancia del Ministerio Fiscal) relativa al escrito de impugnación en un recurso de suplicación y sus conclusiones cabe extenderlas a la impugnación en el recurso de casación ordinario regulada en el art. 211.1.II LRJS, dado su análogo contenido e idéntica finalidad, así como por la correlación entre los arts. 202.3 y 203.1 y 2 LRJS referentes al recurso de suplicación invocados en dicha sentencia en apoyo de la tesis interpretativa que defiende y los arts. 215.c) y 216.1 LRJS relativos al recurso de casación ordinario ahora aplicables. En dicha sentencia se concluye que:

<<A la vista de los antecedentes jurisprudenciales y redacción actual del artículo 197 LRJS forzoso es concluir que en el escrito de impugnación del recurso de suplicación el impugnante puede limitarse a oponerse al recurso de suplicación o puede alegar: - Motivos de inadmisibilidad del recurso; - Rectificaciones de hechos; - Causas de oposición subsidiarias”, que “En dicho escrito únicamente se puede interesar la confirmación de la sentencia recurrida. En modo alguno puede ser el cauce adecuado para la anulación o revocación total o parcial de la sentencia impugnada” y que <<Dicha conclusión se obtiene de los siguientes motivos:


1º.- El propio tenor literal del precepto, que no establece que en el escrito de impugnación se pueda solicitar la revocación de la sentencia impugnada.


2º.- El contenido de los artículos 202 y 203.1 y 2 LRJS que, al regular los efectos de la estimación del recurso, contemplan única y exclusivamente el recurso, no la impugnación del mismo.


3º.- El contenido del artículo 202.3 LRJS que dispone: “De estimarse alguno de los restantes motivos comprendidos en el artículo 193, la Sala resolverá lo que corresponda… dentro de los términos en que aparezca planteado el debate, incluso sobre extremos no resueltos en su momento en la sentencia recurrida por haber apreciado alguna circunstancia obstativa, así como, en su caso, sobre las alegaciones deducidas en los escritos de impugnación, siempre y cuando el relato de hechos probados y demás antecedentes no cuestionados obrantes en autos resultaran suficientes”. De dicho precepto no resulta que de estimarse, en su caso, las alegaciones contenidas en el escrito de impugnación, proceda alterar el contenido del fallo.


4º.- La naturaleza del escrito de impugnación que, aún con toda la amplitud que le da el precepto, no es un recurso de suplicación, por lo que nunca puede alcanzar a revocar la sentencia recurrida por la otra parte.


5º.- El contenido del artículo 211 de la LRJS, que regula la impugnación del recurso de casación establece: " … ". De la lectura de dicho precepto claramente resulta que en el escrito de impugnación del recurso de casación -el de impugnación del recurso de suplicación tiene similar naturaleza- se pueden introducir otros motivos subsidiarios -distintos a la mera impugnación de cada uno de los motivos de casación, o a la alegación de causas de inadmisión- pero dichos motivos tienen por objeto fundamentar el fallo de la sentencia recurrida, no su revocación total ni parcial.


6º.- De admitirse que la impugnación puede alcanzar a revocar la sentencia impugnada de contrario, en el supuesto de que la recurrida no fuera trabajador, causahabiente suyo o beneficiario de la seguridad social, no tendría que dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 229 -depósito para recurrir- y 230 -consignación de cantidad- de la LRJS, con lo que se frustraría la finalidad perseguida por dichos preceptos de evitar recursos dilatorios y asegurar el cumplimiento de una eventual condena futura.


7º.- La jurisprudencia constitucional inspiradora de la reforma del precepto, tal y como resulta de la exposición de motivos, admite la posibilidad de revisar los hechos probados y aducir nuevos fundamentos jurídicos en el escrito de impugnación, pero siempre limitados a la inadmisión o desestimación del recurso, no a la revocación de la sentencia impugnada>>.


Con relación al recurso de casación ordinario se mantiene dicha doctrina en la STS/IV 18-febrero-2014 (rco 42/2013, Sala General), en la que desestima la pretensión del Comité de Empresa impugnante formulada a modo de “motivo subsidiario de impugnación”, instando por dicha vía la condena de una persona física que había sido absuelta en la sentencia de instancia la que no había sido recurrida en casación con tal fin por dicho Comité, al no ser el cauce adecuado para intentar lograr la anulación o revocación total o parcial de la sentencia recurrida e incidiría en una vulneración del art. 24 CE. 
3.- Acceso al recurso de suplicación contra las sentencias recaídas en la modalidad procesal de “Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor” (art. 138 LRJS): procedencia: decisiones empresariales colectivas: impugnación individual de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo.- STS/IV 22-enero-2014 (rcud 690/2013). 

La LRJS ha facilitado el acceso al recurso de suplicación contra las sentencias recaídas en la modalidad procesal de “Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor” cuando se trata de decisiones empresariales colectivas, al disponerse que “La sentencia deberá ser dictada en el plazo de cinco días y será inmediatamente ejecutiva. Contra la misma no procederá ulterior recurso, salvo en los supuestos de movilidad geográfica previstos en el apartado 2 del artículo 40 del Estatuto de los Trabajadores, en los de modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo cuando tengan carácter colectivo de conformidad con el apartado 4 del artículo 41 del referido Estatuto, y en las suspensiones y reducciones de jornada previstas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores que afecten a un número de trabajadores igual o superior a los umbrales previstos en el apartado 1 del artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores” (art. 138.6 LRJS).
Así se ha reflejado en la STS/IV 22-enero-2014 (rcud 690/2013), en la que se señala que:
<< La acción ejercitada en la demanda rectora del proceso es la de impugnación de modificación sustancial de condiciones de trabajo. El demandante, un trabajador individual, pretendía que se declarara nula o, subsidiariamente, injustificada la medida.


Se trata de una decisión empresarial que tenía un carácter colectivo -con arreglo a la calificación jurídica resultante del texto del art. 41 del Estatuto de los Trabajadores (ET) vigente en la fecha de adopción de la misma-. Tal carácter colectivo no es puesto en entredicho en el presente caso …







Nos encontramos aquí ante un supuesto de impugnación individual de una modificación sustancial de carácter colectivo. Este tipo de acciones regulan su tramitación por el cauce del art. 138 LRJS. Ha de precisarse que la demanda tuvo entrada en el juzgado el 27 de enero de 2012 y, por tanto, el proceso se rige íntegramente por la citada LRJS (Disp. Trans. 1ª.1 LRJS).
La modalidad procesal de la sección 4ª del Cap. V del Titulo II LRJS se caracteriza, entre otras cosas, porque la sentencia está excluida del recurso de suplicación ( arts. 138.6 y 191.2 e) LRJS). No obstante, la ley establece una excepción a la regla general de irrrecurribilidad de la sentencia cuando se refiere a la modificación sustancia de condiciones que tenga "carácter colectivo de conformidad con el apartado 2 del art. 41 ET".


La LRJS ha supuesto una novedad en este punto respecto de lo que cabía desprenderse del art. 138 de la derogada Ley de Procedimiento Laboral, pues allí la admisibilidad del recurso quedaba constreñida -por remisión al art. 189.1b)- al planteamiento del conflicto colectivo.






El precepto vigente vincula la recurribilidad, no a la naturaleza colectiva del litigio, sino a la decisión empresarial. Así, siempre que ésta tenga carácter colectivo, cabrá acudir, en su caso, a la suplicación, tanto si la decisión se ataca por los trabajadores individualmente considerados, como si se combate por el cauce del conflicto colectivo por los sujetos legitimados a tal efecto.
En consecuencia, aun tratándose de una demanda individual, como el caso presente, la sentencia que resuelve el litigio en instancia es susceptible de ser combatida vía recurso de suplicación si la modificación sustancial con las que se discrepa tenía carácter colectivo con arreglo a la definición que haga el art. 41 ET (bien en atención a la fuente de la que surgía la condición, como sucedía en el texto legal vigente en el caso; bien según el número de trabajadores afectados, como resulta ahora tras la reforma de 2012)>>.

VII.- EJECUCIÓN DEFINITIVA.-

1.- Despido colectivo declarado nulo o injustificado bajo la vigencia del art. 124 LRJS en redacción dada por RDL 3/2012: la sentencia es meramente declarativa.- ATS/IV 23-julio-2013 (recurso queja 8/2013) y STS/IV 25-noviembre-2013 (rco 52/2013, Sala General).

La Sala IV del Tribunal Supremo ha interpretado que los despidos colectivos declarados judicialmente tanto nulos como injustificados bajo la vigencia del art. 124 LRJS en redacción dada por RDL 3/2012 no puede ser objeto de ejecución puesto que la sentencia es meramente declarativa. 

En este sentido se pronunció primero un ATS/IV 23-julio-2013 (recurso queja 8/2013) en el que interpretó que al ser la sentencia en que se declaraba la nulidad del despido colectivo meramente declarativa resultaba que para recurrir en casación ordinaria no era necesario que la empresa consignara el importe de la cantidad objeto de condena al no existir condena alguna;  y luego en la STS/IV 25-noviembre-2013 (rco 52/2013, Sala General), en la que.
<<Debe … rechazarse el argumento que sostiene que la sentencia no ha cumplido lo que establece el número 9 del art. 124 de la LRJS, en la redacción del RDL 3/2012, al haberse limitado a establecer “la nulidad de los despidos con efectos meramente declarativos”. El rechazo se impone porque justamente este precepto, al disponer que la sentencia declarará nula la decisión extintiva cuando no se haya respetado lo previsto en los artículos 51.2 y 51.7 del ET, está configurando un pronunciamiento meramente declarativo que excluye, por tanto, un pronunciamiento de condena. 
En realidad, el sistema que introduce el Real Decreto-Ley 3/2012 ha alterado, al suprimir la autorización administrativa, el régimen que para la impugnación del despido colectivo regía tanto en el marco anterior a la LRJS, como en el establecido por ésta. Se impugnaba entonces un acto administrativo de autorización que tenía necesariamente una dimensión colectiva y esa impugnación podía realizarse con ese carácter tanto por sujetos individuales como colectivos, como ya aclaramos en las numerosas resoluciones dictadas en el caso de la empresa Ferroatlántica (sentencias de 10 de octubre de 2006 y 14 de noviembre de 2007, entre otras). Por el contrario, en el sistema vigente en el RDL 3/2012 se distingue entre la impugnación colectiva y la individual y la primera despliega sobre la segunda los efectos propios de una pretensión colectiva: suspensión de los procesos de impugnación individual por la impugnación colectiva y efecto positivo de cosa juzgada de la sentencia dictada en este último proceso (art. 124.11.b) de la LRJS en la redacción del Real Decreto-Ley 3/2012).

Por ello, no puede reprocharse al fallo de la sentencia impugnada que sea declarativo, pues legalmente tiene que serlo>>.
2.- La ejecución en conflictos colectivos: aplicable a: a) las sentencias recaídas en procesos de conflictos colectivos estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual; b) los restantes títulos ejecutivos, judiciales o extrajudiciales, de naturaleza social, estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual; y c) a las sentencias firmes u otros títulos ejecutivos sobre movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato o reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, de carácter colectivo, y en los supuestos de despido colectivo en los que la decisión empresarial colectiva haya sido declarada nula (art. 247 LRJS ex Ley 3/2012).- STS/IV 18-junio-2013 (rco 108/2012). 

El art. 247 LRJS, al que se han adicionado supuestos en las sucesivas reformas ex RDL 3/2012 y Ley 3/2012, regula expresamente la ejecución de sentencias colectivas (de haber, no hacer o entregar), determinado los requisitos precisos para que la sentencia colectiva contenga pronunciamientos de condena susceptibles de ejecución colectiva y detallando ejemplificativamente diversas modalidades procesales, además de la de conflicto colectivo, cuyas sentencias firmes son también susceptibles de tal forma de ejecución.

La STS/IV 18-junio-2013 (rco 108/2012) analiza el supuesto de un conflicto colectivo frente a una empresa ferroviaria y se trataba de determinar si era ejecutable de forma colectiva la cuantificación y condena individualizada conforme a la sentencia firme dictada sobre la forma de cálculo del plus de «desplazamiento» conforme al valor de la hora extraordinaria, y el fallo de la sentencia de instancia impugnada, entre otros extremos, señalaba “declarando que la empresa debe proceder a regularizar el valor del concepto de desplazamiento, de acuerdo con el valor de hora extraordinaria actualmente vigente en la empresa, que consta en el hecho probado cuarto, y se condena a la citada empresa a abonar a los trabajadores afectados por el citado conflicto las diferencias existentes por este motivo correspondientes al año 2011”. Se razona por la Sala del Tribunal Supremo que:

<<” … En último término … de forma subsidiaria se acusa conculcación de las previsiones contenidas en el art. 160 [apartados 3 y 4] LRJS, en relación con el art. 247 de la misma norma y con la doctrina de la STS 11/10/11.

Considera la parte que el fallo de la sentencia recurrida no cubre los requisitos del art. 160.3 LRJS para hacerla directamente ejecutable, pues ni en el escrito de la demanda, ni en la parte dispositiva de la sentencia se identifican los trabajadores afectados por la sentencia, ni el tratamiento salarial y de Seguridad Social que debe atribuirse a las cantidades reconocidas, ni se cuantifican las cantidades adeudadas, ni se indican cuáles son los desplazamientos efectivamente realizados.

Con la precedente denuncia, el recurso impugna –obviamente– el pronunciamiento final de la sentencia del Tribunal Superior, relativo a que «se condena a la citada empresa a abonar a los trabajadores afectados por el citado conflicto las diferencies existentes por este motivo correspondientes al año 2011». Denuncia que tampoco aceptamos, conforme a la actual normativa procesal [art. 160.3 LRJS], que contiene como destacable novedad de la reforma legal el reconocimiento explícito de que la condena de la sentencia colectiva es susceptible de ejecución «directa e individual». Posibilidad que:

a).– Se a ella refiere como mérito de la reforma en el propio Preámbulo, al decir que [«[e]s también destacable en materia de ejecución, la extensión de los efectos de las sentencias en materia de conflicto colectivo … que podrá ir más allá de la mera interpretación o declaración … para comprender la ejecución individualizada de los pronunciamientos susceptibles de tal determinación»];

b).– Expresamente se reconoce en el referido art. 160.3 LRJS, al disponer que la sentencia a dictar en conflicto colectivo que «[d]e ser estimatoria de una pretensión de condena susceptible de ejecución individual, deberá contener, en su caso, la concreción de los datos, características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y beneficiados por la condena y especificar la repercusión directa sobre los mismos del pronunciamiento dictado. Asimismo deberá contener, en su caso, la declaración de que la condena ha de surtir efectos procesales no limitados a quienes hayan sido partes en el proceso correspondiente»; y

c).– Específicamente se desarrolla –con apreciable detalle– en el art. 247 LRJS, bajo el epígrafe «Normas sobre ejecuciones colectivas» [sección segunda; capítulo I; y Libro Cuarto], con minuciosas normas que aluden a algún extremo –en concreto, el requerimiento a la parte ejecutada para que «cuantifique individualmente la deuda y proponga, en su caso, una fórmula de pago»– que no hace sino corroborar la ejecutividad directa e individual del pronunciamiento de instancia.

Esta admisibilidad ejecutoria que consagra la nueva LRJS es perfectamente compatible –siquiera vaya un paso más adelante– de nuestra consolidada jurisprudencia, en la que hemos sostenido que la posibilidad de ejecución en las sentencias colectivas –y por ello del habilitante pronunciamiento de condena «sólo rige en aquellos supuestos en los que el fallo colectivo contiene la imposición de una obligación con todos los elementos necesarios para que quede determinada y pueda hacerse efectiva mediante la ejecución» y que a diferencia de lo que ocurre con las sentencias meramente declarativas que pueden tener por objeto «la aplicación e interpretación de una norma general de una norma estatal, convenio colectivo … o una decisión o práctica de empresa desde una perspectiva general que coincide con el interés también general del grupo, la sentencia de condena no se detiene en este elemento interpretativo de carácter general, sino que, al imponer el cumplimiento de la obligación en el caso concreto, parte del cumplimiento de todos los elementos fácticos que constituyen esa obligación y de la inexistencia de los hechos impeditivos o extintivos que pueden excluirla». Y «… para que la declaración general que contiene normalmente la sentencia colectiva pueda transformarse en un pronunciamiento de condena ejecutable sería necesario que se precisaran los elementos necesarios que en plano subjetivo y objetivo determinan la existencia de una obligación exigible. Sólo cuando concurren esos elementos existe una condena que puede ser ejecutada» (SSTS 28/05/02 –rco 1172/01–; 11/10/11 –rco 187/10–; 20/03/12 –rco 18/11–; 28/03/12 –rco 48/11–; 26/06/12 –rco 19/11–; y 15/11/12 –rco 251/11–).

… entendemos que los precedentes requisitos se cumplen suficientemente en el caso de que tratamos [aunque innegablemente hubiera sido deseable una mayor concreción], puesto que la demanda presentada y la sentencia dictada no se limitan a reclamar y declarar –respectivamente– la procedencia de una regularización salarial y la obligación empresarial de abonar las diferencias habidas por tal concepto, sino que al hacer referencia a los concretos trabajadores afectados por la normalización económica reclamada [los que prestan servicios en el área de producción], al periodo al que la regulación se ciñe [año 2011] y a la cuantía abstracta de la diferencia a retribuir [diferencia entre el plus de «desplazamiento» abonado y el de la hora extraordinaria que debió haberse satisfecho], la simpleza aritmética de la operación a realizar por quien –la empresa demandada– tiene documentada y exacta constancia de todos los días en que abonó el plus con determinado importe y –de acuerdo a la sentencia ahora confirmada– los debió haber remunerado como si tratasen de horas extraordinarias, así como de los concretos trabajadores afectados, esta facilidad ejecutiva –propia de los conflictos colectivos susceptibles de ejecución– es precisamente la que justifica que en la actual regulación procesal –art. 247 LRJS– los legitimados para instar la ejecución en este tipo de procesos [los representantes legales o sindicales; y los órganos unitarios de la empresa] se limiten a instarla, y que sea la empresa –a requerimiento del Secretario judicial– la que proceda a la cuantificación individualizada; mandato legal que sería ciertamente innecesario si la exigencia de expresión de concreción de datos en demanda y en sentencia [ejecutable] hubiese de ser entendida en los tan minuciosos términos [horas exactas de plus de «desempeño» por cada trabajador] que la recurrente pretende, porque con la misma demanda y sentencia –tal como la recurrente pretende– ya estaría hecha la cuantificación. 

Decisión ésta –la que en esta resolución adoptamos– que, por otra parte, es plenamente acorde a la «inequívoca voluntad modernizadora del procedimiento» y a la garantía de un «servicio público de la justicia ágil» que como banderas –entre otras– de la reforma proclama el ya referido Preámbulo de la LRJS; aparte de que también resulta ser la solución más acorde a la celeridad que el art. 74 de la Ley Rituaria anuncia como principio del proceso laboral y que no parece observado –lo mismo que la economía procesal– si se mantuviese la necesidad de formular 900 demandas individuales en reclamación de cantidad de elemental y certera determinación –por la propia empresa– en fase ejecutiva del presente conflicto colectivo“>>.

3.- Destino de la cantidad consignada para recurrir por empresa que es declarada en concurso de acreedores: competencia de los juzgados sociales o de los mercantiles.- SSTS/IV 11-diciembre-2012 (rcud 782/2012, con voto particular), 11-diciembre-2012 (rcud 440/2012) y 14-octubre-2013 (rcud 2668/2012).-

La jurisprudencia social ha analizado la problemática de determinar la jurisdicción competente para en ejecución de sentencia, acordar la entrega de las cantidades consignadas (entre otras, SSTS/IV 11-diciembre-2012 -rcud 782/2012, con voto particular, y 11-diciembre-2012 -rcud 440/2012) o la efectividad del aval prestado (STS/IV 14-octubre-2013 –rcud 2668/2012) a fin de garantizar la ejecución contra la que se recurrió en suplicación, cuando esta sentencia deviene en firme en un momento en el que la empleadora se encuentra en concurso de acreedores, habiéndose optado a favor de la competencia del orden jurisdiccional social. En la última de ellas (STS/IV 14-octubre-2013) se razona: 

<<El recurso que alega la infracción de los arts. 8-3 y 55 de la Ley Concursal por aplicación indebida debe prosperar con arreglo a la doctrina sentada por esta Sala en dos sentencias de 11 de diciembre de 2012 (Rcud. 440/2012 y 782/2012), donde se resolvió la competencia de esta jurisdicción (del Juzgado de lo Social de instancia) para resolver sobre el destino de la cantidad consignada en metálico para recurrir en suplicación.

En estas sentencias dijimos: "… El art. 8.3º de la Ley Concursal atribuye al “Juez del concurso” competencia jurisdiccional “exclusiva y excluyente” en “[t]oda ejecución frente a los bienes y derechos de contenido patrimonial del concursado, cualquiera que sea el órgano que la hubiere ordenado”. ".

   "El art. 55 de la propia Ley Concursal, dentro del Capítulo II de su Título III (“De los efectos [de la declaración del concurso] sobre los acreedores”), se dedica de manera especial a los efectos sobre las “[e]jecuciones y apremios”, estableciendo entre otras las siguientes reglas: “1. Declarado el concurso no podrán iniciarse ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, ni seguirse apremios administrativos o tributarios contra el patrimonio del deudor” … 2. Las actuaciones que se hallaran en tramitación quedarán en suspenso desde la fecha de declaración de concurso, sin perjuicio del tratamiento concursal que corresponda dar a los respectivos créditos”.".

   "La concordancia con la Ley Concursal se lleva a cabo en la LRJS (y en la LPL) mediante dos preceptos. Uno de ellos es el art. 237.5 LRJS (art. 235.5 LPL), que ordena lo siguiente: “[e]n caso de concurso, se estará a lo establecido en la Ley Concursal”. El otro precepto es la Disposición adicional tercera (DA 3ª) LRJS (DA 8ª LPL): “Aplicación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. Las disposiciones de la presente Ley no resultarán de aplicación en las cuestiones litigiosas sociales que se planteen en caso de concurso y cuya resolución corresponda al juez del concurso conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, con las excepciones expresas que se contienen en dicha Ley”.".

    "Una lectura detenida de las disposiciones anteriores pone de relieve que la clave de la solución del presente supuesto litigioso es la interpretación que se dé al vocablo “ejecución”, al que se refieren los artículos reproducidos de la Ley Concursal, y a la expresión “cuestiones litigiosas que se planteen en caso de concurso” de la DA 3ª LRJS. En realidad, estas dos cuestiones están vinculadas en el presente litigio, pudiendo enunciarse mediante la siguiente alternativa de interpretación: opción A) si … la actuación judicial de ordenación del destino de las cantidades consignadas constituye “ejecución” de sentencia, tal actuación se ha efectuado en situación de concurso, en cuyo caso es competente el Juez Mercantil; opción B) si … tal actuación de transferencia o entrega de las cantidades consignadas no es propiamente “ejecución” de sentencia, al materializar una resolución judicial anterior al concurso, tal actuación de cumplimiento o puesta en práctica es debida y corresponde al Juez Social".


De acuerdo con jurisprudencia reiterada del Tribunal Constitucional y de esta Sala del Tribunal Supremo, el instituto de la consignación de la cantidad objeto de la condena ordenada por el juez de instancia en el proceso social cumple una finalidad de garantía de percepción, por parte del trabajador o por parte del beneficiario de prestaciones de Seguridad Social, de la deuda contraída por las personas o las entidades condenadas; de ahí que pueda “sustituirse la consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito” (art. 230.1 LRJS, que aclara la redacción del art. 228 LPL). Se trata, mediante esta enérgica cautela o garantía, de disuadir al litigante vencido en la instancia de posibles maniobras dilatorias, al tiempo que se refuerza la posición procesal del trabajador, litigante más débil en el supuesto de que el empresario haya acordado ejercer su derecho de recurso".

     "En todo caso, la ratio legis de la consignación del actual artículo 230 LRJS, y de sus antecedentes históricos próximos y remotos, es la protección del litigante que debe esperar a la resolución del recurso de suplicación (o de casación) entablado. Lo que, de no haber recurso, se pudo percibir a partir de la sentencia de instancia (o del siguiente grado jurisdiccional), se consigna o deposita hasta el momento en que se dicta la sentencia o resolución que culmina la nueva vía procesal transitada, momento en que procederá o bien la entrega de la cantidad consignada al litigante recurrido, si se confirma la sentencia de instancia, o bien la devolución al recurrente, si su pretensión ha triunfado en suplicación (o casación).". 

    "Debe tenerse en cuenta, además, que la posición del trabajador o beneficiario a la cantidad en que se cifra la condena es ya la del titular de un derecho reconocido judicialmente, aunque se trata de un derecho expectante o potencial, cuya efectividad está pendiente de una especie de condición suspensiva, que es la confirmación de dicha sentencia de instancia; porque un derecho expectante o potencial no es una mera expectativa o esperanza de futuro, sino una situación jurídica activa ya establecida por sentencia. Y, en el caso de que se cumpla la condición de la que depende su eficacia, lo lógico es que la misma se produzca ex tunc, desde el momento en que fue reconocido, y no ex nunc, desde el momento en que la sentencia desestimatoria del recurso y/o confirmatoria de la sentencia anterior hace desaparecer el obstáculo que impedía su pleno despliegue o desarrollo".

   "Las consideraciones anteriores inclinan hacia el entendimiento del término “ejecución” en los arts. 8.3 y 55 de la Ley Concursal en el sentido técnico de proceso o procedimiento ejecutivo. Y el instituto de la consignación es precisamente una cautela para prevenir y evitar tal proceso ejecutivo haciendo disponible de manera inmediata para el litigante que vence en juicio el derecho reconocido; disponibilidad inmediata que se obtiene precisamente obligando a la otra parte a un acto que excluye de su patrimonio ex ante la cantidad consignada. Lo que tales preceptos imponen, y debe aplicarse declinando la competencia del orden jurisdiccional social, es, como dice el propio art. 55 de dicha Ley, “iniciar” “ejecuciones singulares”, pero no entregar una cantidad que había salido del patrimonio del concursado antes de la declaración del concurso".


La aplicación de la anterior doctrina al caso de autos obliga a estimar el recurso, máxime cuando la ejecución no se dirige contra bienes del concursado, sino de un tercero que se comprometió en firme a pagar solidariamente con el avalado, acuerdo cuya validez no se ha impugnado. Cierto que la ejecución del aval supondrá un incremento del pasivo de la concursada, pero ello no puede justificar ni la paralización de esa ejecución, ni la atribución de la competencia al juez mercantil, porque no existe norma legal que así lo disponga y porque el ejecutante es titular de un crédito reconocido por sentencia cuya efectividad dependía de la firmeza de la misma y estaba garantizada por un aval, gracias al que se había impedido que aquella sentencia ganase firmeza y fuese ejecutada antes de la declaración del concurso, razón por la que el contrato de garantía en que el aval consiste puede ser ejecutado cuando se cumplen las condiciones del mismo ante el Juez y en el procedimiento en el que se prestó, pues no se debe olvidar que el avalista asume su obligación en las mismas condiciones que el deudor principal y que precisamente lo que hace es cubrir la insolvencia de aquél.


Por todo ello … debemos estimar el recurso, casar la sentencia recurrida y resolver el debate planteado en suplicación en el sentido de declarar la competencia de esta jurisdicción para despachar la ejecución contra el aval presentado para recurrir la sentencia cuya efectividad se pide, anulando lo acordado por el Juzgado de instancia, a quien se devolverán las actuaciones para que continúe la ejecución interesada>>.

4.- Insolvencia empresarial y responsabilidad subsidiaria en caso de insolvencia: acreditación: la declaración de concurso de acreedores de la empresa condenada en sentencia firme como responsable del pago de las prestaciones de seguridad social que fueron anticipadas por la MATEPSS permite directamente a ésta exigir a la Entidad gestora de la Seguridad Social su responsabilidad subsidiaria a la que fue condenada en dicha sentencia.- STS/IV 21-noviembre-2013 (rcud 2065/2012).
Se ha interpretado que el auto del juzgado mercantil que declara la situación de concurso de acreedores de la empresa condenada en sentencia firme como responsable del pago de las prestaciones de seguridad social que fueron anticipadas por la MATEPSS permite directamente a ésta exigir a la Entidad gestora de la Seguridad Social su responsabilidad subsidiaria a la que fue condenada en dicha sentencia. Se razona en la STS/IV 21-noviembre-2013 (rcud 2065/2012) que:

<<De lo que se trata en este caso es de discernir si concurrían las circunstancias condicionantes de la posibilidad de exigir el cumplimiento de la obligación subsidiaria … Ciertamente, la declaración de insolvencia requiere de un proceso y una resolución judicial. Pero ello no implica la exclusividad del ámbito social, a través de un juicio ejecutivo frente al patrimonio del empresario (arts. 235 y ss. y 274 275 LPL), sino que la declaración puede derivarse también de lo resuelto en el ámbito mercantil, a través del correspondiente proceso de concurso regulado por la citada Ley Concursal.






Desde la entrada en vigor de la LC, todos los procedimientos anteriores (quiebra, suspensión de pagos, concurso de acreedores y quita y espera) quedaron sustituidos por un procedimiento único, denominado "concurso", que puede instarse y ser declarado en caso de "insolvencia del deudor común" por no poder "cumplir regularmente sus obligaciones exigibles", a solicitud del propio deudor o de un acreedor (art. 2 LC).

Llegados a este punto, conviene poner de relieve que la mera insolvencia provisional de la empresa justifica la ejecución de la obligación subsidiaria del INSS. Por ello, no se trata aquí de una presunción de insolvencia … El concurso no sirve para la constatación de la insolvencia, sino para la satisfacción de los créditos en la medida que lo permitan los activos.

En consecuencia, en casos como el presente, cabe efectuar la equiparación entre declaración de concurso e insolvencia empresarial, como también se produce en otros preceptos distintos del Ordenamiento jurídico laboral (como puede verse en el art. 101 d) LRJS, o en el art. 33.1 ET).






En suma, la declaración de concurso basta para entender que se da la insolvencia de la empresa a los efectos del art. 126.3 párrafo 3º LGSS que aquí interesan, y, por consiguiente concurre el requisito para el ejercicio de la acción ejecutiva frente al deudor subsidiario, acción que se sustanciará en el marco de la ejecución del proceso social, al entablarse entre el beneficiario del título ejecutivo y el INSS, ajenos ambos al concurso.




La conexión con el concurso solo se producirá cuando se pretenda ejecutar el crédito frente a la empresa, lo que afectará en su caso, al INSS, una vez satisfecha su obligación con la Mutua>>.

5.- Despido declarado judicialmente improcedente y facultad de opción cuando uno de los términos es de imposible cumplimiento (en especial, la readmisión en las mismas condiciones que regían con anterioridad al despido).- STS/IV 27-diciembre-2013 (rcud 3034/2012, con voto particular defendiendo la inexistencia de contradicción).
La LRJS ha aceptado, por una parte, la practica judicial que posibilitaba expresamente que en el acto del juicio en la modalidad procesal de despido se pudiera anticipar el sentido de la opción por el titular del mismo o que de constar no ser realizable la readmisión tener por hecha en la sentencia la opción en favor de la indemnización (art. 110.1 LRJS); o bien, por otra parte, la generalización, conforme al art. 18 LOPJ y con las consecuencias indemnizatorias a ello inherentes, de los supuestos en que se acredite la imposibilidad de readmitir al trabajador despedido no solamente en el clásico supuesto de cese o cierre de la empresa obligada, sino también por “cualquier otra causa de imposibilidad material o legal” (art. 286.1 LRJS). 
La jurisprudencia unificadora, en STS/IV 27-diciembre-2013 (rcud 3034/2012, con voto particular defendiendo la inexistencia de contradicción), ha analizado el supuesto, planteado en ejecución definitiva de una sentencia de despido improcedente, en el que el empleador había optado por la readmisión en las mismas condiciones que regían con anterioridad al despido, a pesar de que en el momento del despido ya era conocer del cierre del centro de trabajo en que prestaba servicios el trabajador despedido pretendiendo que se aceptara como válido el traslado del trabajador a otro centro a pesar de que comportaba cambio de residencia, habiéndose declarado que era irregular la readmisión efectuada en tal forma. Fijándose como doctrina unificada que << …cabe establecer como doctrina, en interpretación de los arts. 53.5 y 56.1 ET y de los arts. 110.1, 278 a 281 LRJS, que declarada en sentencia firme la improcedencia de un despido con opción entre la readmisión o la extinción indemnizada a favor del empleador, éste último no puede optar validamente por la readmisión “en las mismas condiciones que regían antes de producirse el despido” cuando en ese momento ya no la podía efectuar en las mismas condiciones sustanciales existentes en la fecha del despido y si la efectúa de tal forma, en su caso, lo será “en condiciones distintas a las que regían antes de producirse el despido” por lo que no se podrá considerar realizada “en forma regular”, lo que comportará que proceda la extinción contractual indemnizada>>

6.- Ejecución de conciliación judicial: Administración municipal empleadora: intereses ex art. 576 LEC: la liquidación de intereses debe incluir el incremento de dos puntos establecido en el art. 576 LEC porque en el concepto "Haciendas Públicas" no se halla comprendida la Hacienda Local.- STS/IV 16-octubre-2013 (rcud 874/2013).

Dispone el art. 576.1 y 3 de la supletoria LEC que “1. Desde que fuere dictada en primera instancia, toda sentencia o resolución que condene al pago de una cantidad de dinero líquida determinará, en favor del acreedor, el devengo de un interés anual igual al del interés legal del dinero incrementado en dos puntos o el que corresponda por pacto de las partes o por disposición especial de la ley” y que “3. Lo establecido en los anteriores apartados será de aplicación a todo tipo de resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional, los laudos arbitrales y los acuerdos de mediación que impongan el pago de cantidad líquida, salvo las especialidades legalmente previstas para las Haciendas Públicas”.


La STS/IV 16-octubre-2013 (rcud 874/2013), reiterando anterior doctrina unificada (en especial, SSTS/IV 6-noviembre-1993 –rcud 398/2012 y 24-septiembre-2003 –rcud 3969/2002), entiende que en la liquidación de intereses derivadas de las cantidades pactadas en una conciliación judicial que se ejecutaba debía incluirse el incremento de dos puntos establecido en el art. 576 LEC partiendo que en el concepto "Haciendas Públicas" no se halla comprendida la Hacienda Local. Se argumenta que:

<< … esta Sala ya tiene declarado en su sentencia de 24 de Septiembre del 2003 (rcud 3969/2002) que "en relación con la de 6 de noviembre de 1.993 (rec. 398/92), las ya mencionadas de 5 y 6 de noviembre de 1.996, que establecieron la doctrina unificada que ahora se ratifica, descartaron toda posibilidad de colisión con aquella, puesto que "resolvió sobre el régimen de pago de intereses de las Haciendas locales respecto de sus deudas liquidas declaradas en sentencias de condena, decidiendo que en tal supuesto sí es aplicable el art. 921.4 LEC (actual 576.3). Las razones de interpretación gramatical y de interpretación finalista expuestas en este fundamento para la aplicación del art. 45 LGP a las Haciendas autonómicas no concurren, desde luego, en las Haciendas locales, lo que justifica la diferenciación entre unas y otras",sin que sea posible aplicar a este caso lo decidido en las sentencias de esta Sala referentes a las entidades gestoras de la Seguridad Social, por tratarse de sujetos diferentes, siendo de reseñar que la STS de treinta y uno de marzo de 2010 (rcud 1817/2009) que asimismo cita el recurrente, se refiere a un caso igualmente distinto pues no sólo alude al INSS como parte demandada sino que, de otro lado, versa sobre el devengo de intereses procesales por parte de quien ha adelantado el pago de una cantidad que correspondía abonar a dicho Instituto, argumentándose en dicha resolución para justificar la exención del incremento porcentual que" las Entidades Gestoras...integran la denominada administración Institucional de la Seguridad Social, (art. 1 del Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre … con sujección, como ha puesto de manifiesto la representación del INSS, a una normativa progresivamente coincidente con el régimen jurídico de la Administración del Estado", lo que, evidentemente no es el caso de las Haciendas locales>>.
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